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 El presente trabajo constituye un capítulo -en versión prematura- de un 

proyecto mucho más amplio que tiene como objetivo sistematizar y ordenar a 

modo de comentarios al Pacto de San José de Costa Rica los principales 

estándares que en materia de derechos fundamentales ha sentado la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos1. La finalidad del mismo es constituir una 

herramienta de consulta tanto para la actividad académica como para la judicial y 

el litigio, aportando de este modo en la tarea de difundir una jurisprudencia que ha 

sido sumamente rica en varios aspectos y que por su envergadura resulta –estimo-

de conocimiento obligatorio para todos aquellos que se encuentren de un modo u 

otro vinculados con la siempre constante y ardua tarea de promoción y defensa de 

los derechos fundamentales.  

 Por la naturaleza misma del trabajo, el lector podrá advertir que no abundan 

en él comentarios personales o apreciaciones  concretas a determinados aspectos 

de la jurisprudencia con la que se ha trabajado. El motivo reside en la finalidad que 

se mencionó previamente: facilitar la rápida consulta de estándares 

jurisprudenciales desde la misma fuente de la cuál provienen. No obstante, 

conocer los principales criterios jurisprudenciales a través de una presentación 

ordenada y sistematizada puede colaborar, sin lugar a dudas, a fomentar la crítica 

y a lograr el surgimiento de propuestas superadoras. 
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1
 Con anterioridad, intenté realizar una aproximación similar vinculada al principio de legalidad penal 
(art. 9 de la C.A.D.H) en: Pablo Larsen - “Radiografía de los códigos penales latinoamericanos: 
principio de legalidad, derecho penal de autor y peligrosidad en América Latina”, publicado en 
Revista Pensamiento Penal, Edición Nº 163 del 27/12/2013. 
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“Es indudable que los 

Derechos Humanos son uno 

de los más grandes inventos 

de nuestra civilización”.2 

                                                          Carlos Nino 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
2
 Nino, Carlos: “Ética y Derechos Humanos”, 2da edición ampliada y revisada. Editorial Astrea, 2007, 
pág. 1. 
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Artículo 8 

Garantías Judiciales 

 

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 

ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 

de cualquier otro carácter. 

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 

mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona 

tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no 

comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 

b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 

c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su 

defensa; 

d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor 

de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 

e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, 

remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí 

mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; 

f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener 

la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre 

los hechos; 

g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y 

h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 

3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna 

naturaleza. 

4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por 

los mismos hechos. 

5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los 

intereses de la justicia. 

 

 

 

 

~ 
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1. El debido proceso legal. Aspectos generales 

El artículo 8 de la Convención que se refiere a las garantías judiciales consagra los 

lineamientos del llamado “debido proceso legal” o “derecho de defensa procesal”3.  

El respeto a los derechos humanos constituye un límite a la actividad estatal, lo cual 

vale para todo órgano o funcionario que se encuentre en una situación de poder, en razón 

de su carácter oficial, respecto de las demás personas. Es, así, ilícita, toda forma de 

ejercicio del poder público que viole los derechos reconocidos por la Convención. Esto es 

aún más importante cuando el Estado ejerce su poder sancionatorio, pues éste no sólo 

presupone la actuación de las autoridades con un total apego al orden jurídico, sino implica 

además la concesión de las garantías mínimas del debido proceso a todas las personas que 

se encuentran sujetas a su jurisdicción, bajo las exigencias establecidas en la Convención4.  

En opinión de la Corte, para que exista “debido proceso legal” es preciso que un 

justiciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus intereses en forma efectiva y en 

condiciones de igualdad procesal con otros justiciables. Al efecto, es útil recordar que el 

proceso es un medio para asegurar, en la mayor medida posible, la solución justa de una 

controversia. A ese fin atiende el conjunto de actos de diversas características 

generalmente reunidos bajo el concepto de debido proceso legal5.  

El Tribunal considera que el artículo 8.1 de la Convención debe interpretarse de 

manera amplia de modo que dicha interpretación se apoye tanto en el texto literal de esa 

norma como en su espíritu, y debe ser apreciado de acuerdo con el artículo 29, inciso c) de 

la Convención, según el cual ninguna disposición de la misma puede interpretarse con 

exclusión de otros derechos y garantías inherentes al ser humano o que se deriven de la 

forma democrática representativa de gobierno6.   

La Convención no acoge un sistema procesal penal en particular. Deja a los Estados 

en libertad para determinar el que consideren preferible, siempre que respeten las garantías 

establecidas en la propia Convención, en el derecho interno, en otros tratados 

internacionales aplicables, en las normas consuetudinarias y en las disposiciones 

imperativas de derecho internacional7.  

                                                           
3
 Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Sentencia de 29 de enero de 1997 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 
74. 

4
 Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Sentencia de 31 de enero de 2001 (Fondo, Reparaciones y Costas), 
párr. 68. 
 
5
 Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999: “El Derecho a la Información sobre la Asistencia 
Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal”, párr. 117. 

6
 Caso Blake Vs. Guatemala. Sentencia de 24 de enero de 1998 (Fondo), párr. 96. 

7
 Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Sentencia de 20 de junio de 2005 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 
66. 
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La Corte considera que el juez, como director del proceso, debe velar por que se 

cumplan a cabalidad las reglas del debido proceso de las partes y el incumplimiento de éste 

podría acarrear la aplicación de reglas de nulidad8.  

2. Ámbito de aplicación de las garantías del debido proceso 

Este artículo es denominado por la Convención "Garantías Judiciales", lo cual puede 

inducir a confusión porque en ella no se consagra un medio de esa naturaleza en sentido 

estricto. En efecto, el artículo 8 no contiene un recurso judicial propiamente dicho, sino el 

conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales para que pueda 

hablarse de verdaderas y propias garantías judiciales según la Convención9.  

La norma se refiere a las garantías judiciales y consagra los lineamientos del 

llamado “debido proceso legal” o “derecho de defensa procesal”, que consisten en el 

derecho de toda persona a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada en su 

contra o para la determinación de sus derechos de carácter civil, laboral, fiscal u otro 

cualquiera10.  

La Corte observa que el elenco de garantías mínimas establecido en el numeral 2 

del artículo 8 de la Convención se aplica a los órdenes mencionados en el numeral 1 del 

mismo artículo, o sea, la determinación de derechos y obligaciones de orden “civil, laboral, 

fiscal o de cualquier otro carácter”. Esto revela el amplio alcance del debido proceso; el 

individuo tiene el derecho al debido proceso entendido en los términos del artículo 8.1 y 8.2, 

tanto en materia penal como en todos estos otros órdenes11.  

De conformidad con la separación de los poderes públicos que existe en el Estado 

de Derecho, si bien la función jurisdiccional compete eminentemente al Poder Judicial, otros 

órganos o autoridades públicas pueden ejercer funciones del mismo tipo. Es decir, que 

cuando la Convención se refiere al derecho de toda persona a ser oída por un “juez o 

tribunal competente” para la “determinación de sus derechos”, esta expresión se refiere a 

cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, que a través de sus 

resoluciones determine derechos y obligaciones de las personas. Por la razón mencionada, 

esta Corte considera que cualquier órgano del Estado que ejerza funciones de carácter 

materialmente jurisdiccional, tiene la obligación de adoptar resoluciones apegadas a las 

garantías del debido proceso legal en los términos del artículo 8 de la Convención 

Americana12.  

                                                           
8
 Caso Mejía Idrovo vs. Ecuador. Sentencia de 5 de julio de 2011 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 77. 
 
9
 Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987: Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (Arts. 
27.2, 25 y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos), párr. 27. 

10
 Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Sentencia de 29 de enero de 1997 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 
74. 

11
 Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá.  Sentencia de 2 de febrero de 2001 (Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 125. 

12
 Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Sentencia de 31 de enero de 2001 (Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 71. 
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La justicia, realizada a través del debido proceso legal, como verdadero valor 

jurídicamente protegido, se debe garantizar en todo proceso disciplinario, y los Estados no 

pueden sustraerse de esta obligación argumentando que no se aplican las debidas 

garantías del artículo 8 de la Convención Americana en el caso de sanciones disciplinarias y 

no penales. Permitirle a los Estados dicha interpretación equivaldría a dejar a su libre 

voluntad la aplicación o no del derecho de toda persona a un debido proceso13. 

2. 1.  Aplicación al ámbito administrativo 

En cualquier materia, inclusive en la laboral y la administrativa, la discrecionalidad de 

la administración tiene límites infranqueables, siendo uno de ellos el respeto de los 

derechos humanos. Es importante que la actuación de la administración se encuentre 

regulada, y ésta no puede invocar el orden público para reducir discrecionalmente las 

garantías de los administrados. Por ejemplo, no puede la administración dictar actos 

administrativos sancionatorios sin otorgar a los sancionados la garantía del debido 

proceso14.  

Es un derecho humano el obtener todas las garantías que permitan alcanzar 

decisiones justas, no estando la administración excluida de cumplir con este deber. Las 

garantías mínimas deben respetarse en el procedimiento administrativo y en cualquier otro 

procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos de las personas15.  

El artículo 8.1 de la Convención no se aplica solamente a jueces y tribunales 

judiciales. Las garantías que establece esta norma deben ser observadas en los distintos 

procedimientos en que los órganos estatales adoptan decisiones sobre la determinación de 

los derechos de las personas, ya que el Estado también otorga a autoridades 

administrativas, colegiadas o unipersonales, la función de adoptar decisiones que 

determinan derechos16.  

2. 2. Aplicación al ámbito laboral 

Los directores generales y las juntas directivas de las empresas estatales no son 

jueces o tribunales en un sentido estricto; sin embargo, en el presente caso las decisiones 

adoptadas por ellos afectaron derechos de los trabajadores, por lo que resultaba 

indispensable que dichas autoridades cumplieran con lo estipulado en el artículo 8 de la 

Convención17.  

                                                           
13
 Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá.  Sentencia de 2 de febrero de 2001 (Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 129, citando Eur. Court. H.R., Engel and others judgment of 8 June 1976, Series A no. 22, para. 
82. 
 
14
 Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá.  Sentencia de 2 de febrero de 2001 (Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 126. 

15
 Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá.  Sentencia de 2 de febrero de 2001 (Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 127. 

16
 Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Sentencia de 19 de septiembre de 2006 (Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 118. 

17
 Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá.  Sentencia de 2 de febrero de 2001 (Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 130. 
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No escapa a la Corte que los despidos, efectuados sin las garantías del artículo 8 de 

la Convención, tuvieron graves consecuencias socioeconómicas para las personas 

despedidas y sus familiares y dependientes, tales como la pérdida de  ingresos y la 

disminución del patrón de vida. No cabe duda que, al aplicar una sanción con tan graves 

consecuencias, el Estado debió garantizar al trabajador un debido proceso con las garantías 

contempladas en la Convención Americana18.  

2. 3. Aplicación al ámbito electoral 

Las decisiones que emiten los órganos internos en materia electoral pueden afectar 

el goce de los derechos políticos. Por lo tanto, en dicho ámbito también se deben observar 

las garantías mínimas consagradas en el artículo 8.1 de la Convención, en cuanto sean 

aplicables al procedimiento respectivo19.  

2. 4. Aplicación a actuaciones previas a un proceso judicial 

En cuanto respecta a las garantías contempladas en los artículos 8.2 y 8.3 de la 

Convención Americana, observa el Tribunal que si bien parecen contraerse al amparo de 

personas sometidas a un proceso judicial (artículo 8.2) o inculpadas en el marco del mismo 

(artículo 8.3), a juicio de la Corte también se tienen que respetar en procedimientos o 

actuaciones previas o concomitantes a los procesos judiciales que, de no someterse a tales 

garantías, pueden tener un impacto desfavorable no justificado sobre la situación jurídica de 

la persona de que se trata20.  

2. 5. Aplicación a estados de emergencia 

El concepto de debido proceso legal recogido por el artículo 8 de la Convención 

debe entenderse como aplicable, en lo esencial, a todas las garantías judiciales referidas en 

la Convención Americana, aun bajo el régimen de suspensión regulado por el artículo 27 de 

la misma21.  

3. Características que deben reunir las normas procesales 

3. 1. Acerca de la definición precisa de las normas procesales y su previsibilidad  

La Corte considera que en el marco de las debidas garantías establecidas en el 

artículo 8.1 de la Convención Americana se debe salvaguardar la seguridad jurídica sobre el 

momento en el que se puede imponer una sanción. Al respecto, la Corte Europea ha 

establecido que la norma respectiva debe ser: i) adecuadamente accesible, ii) 

suficientemente precisa, y iii) previsible. Respecto a este último aspecto, la Corte Europea 

utiliza el denominado “test de previsibilidad”, el cual tiene en cuenta tres criterios para 

                                                           
18
 Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá.  Sentencia de 2 de febrero de 2001 (Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 134. 
 
19
 Caso Yatama Vs. Nicaragua. Sentencia de 23 de Junio de 2005 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 150. 

20
 Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Sentencia de 27 de noviembre de 2003 (Fondo, Reparaciones y Costas), 
párr. 120. 

21
 Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987: Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (Arts. 
27.2, 25 y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos), párr. 29. 
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determinar si una norma es lo suficientemente previsible, a saber: i) el contexto de la norma 

bajo análisis; ii) el ámbito de aplicación para el que fue creado la norma, y iii) el estatus de 

las personas a quien está dirigida la norma22.  

Los problemas de indeterminación no generan, per se, una violación de la 

Convención, es decir, que el hecho de que una norma conceda algún tipo de 

discrecionalidad no es incompatible con el grado de previsibilidad que debe ostentar la 

norma, siempre y cuando el alcance de la discrecionalidad y la manera en que se debe 

ejercer sea indicado con suficiente claridad con el fin de brindar una adecuada protección 

para que una interferencia arbitraria no se produzca23.  

3. 2. Principio de legalidad y normas procesales 

Respecto de la aplicación de normas que regulan el procedimiento, la Corte nota que 

existe en la región una tendencia a su aplicación inmediata (principio de tempus regit 

actum). Es decir que, la norma procesal se aplica al momento de entrada en vigencia de la 

misma, siendo la excepción, en algunos países, la aplicación del principio de favorabilidad 

de la norma procesal más beneficiosa para el procesado24.  

Adicionalmente, la Corte observa que el Tribunal Europeo ha señalado que el 

principio de legalidad no establece ningún requisito respecto al procedimiento a seguir para 

la investigación y el enjuiciamiento de los delitos. Así, por ejemplo, la ausencia de una 

norma previa para el enjuiciamiento de un ilícito penal puede analizarse desde el punto de 

vista del derecho al debido proceso garantizado por el artículo 6 del CEDH, pero no afecta 

en sí misma al principio de legalidad penal. Por otro lado, la aplicación inmediata de normas 

que regulan el procedimiento (principio de tempus regit actum) no es contraria a los 

principios de legalidad e irretroactividad. No obstante, el Tribunal Europeo determina en 

cada caso si la disposición legislativa en cuestión, independientemente de su denominación 

formal, contiene reglas estrictamente procesales o de derecho penal material, en el sentido 

que afectan al tipo delictivo o a la severidad de la pena. En este sentido, el principio de 

legalidad (“no hay pena sin ley”) establecido en el artículo 7 del CEDH solo se aplica a las 

normas o medidas que definen los tipos delictivos y las penas o su alcance25.  

Esta Corte considera que la aplicación de normas que regulan el procedimiento de 

manera inmediata, no vulnera el artículo 9 convencional, debido a que se toma como 

referencia el momento en el que tiene lugar el acto procesal y no aquél de la comisión del 

ilícito penal, a diferencia de las normas que establecen delitos y penas (sustantivas), en 

donde el patrón de aplicación es justamente, el momento de la comisión del delito. Es decir, 

                                                           
22
 Caso López Mendoza vs. Venezuela. Sentencia de 1 de septiembre de 2011 (Fondo, Reparaciones y Costas), 
párr. 199, citando Case Malone v. The United Kingdom, Judgment of 2 August 1984, Serie A no. 82, para. 66.  

23
 Caso López Mendoza vs. Venezuela. Sentencia de 1 de septiembre de 2011 (Fondo, Reparaciones y Costas), 
párr. 202, citando ECHR, Case Olsson v. Sweden, Judgment of 24 March 1988, Serie A no. 130. para. 61. 
 
24
 Caso Liakat Ali Alibux vs. Suriname. Sentencia de 30 de enero de 2014 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 67. 

25
 Caso Liakat Ali Alibux vs. Suriname. Sentencia de 30 de enero de 2014 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 68, citando TEDH, Caso Khodorkovskiy y Lebedev Vs. Rusia, Nos. 11082/06 y 
13772/05. Sentencia de 25 de Julio de 2013, párr. 789; TEDH, Caso Coëme y otros Vs. Bélgica, No. 32492/96 y 
otros. Decisión de 2 de marzo de 1999 y Sentencia de fondo de 22 de junio de 2000; y Scoppola Vs. Italia (N°2) 
[GS], No. 10249/03. Sentencia de 17 de septiembre de 2009, párrs. 110-113. 
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los actos que conforman el procedimiento se agotan de acuerdo a la etapa procesal en que 

se van originando y se rigen por la norma vigente que los regula. En virtud de ello, y al ser el 

proceso una secuencia jurídica en constante movimiento, la aplicación de una norma que 

regula el procedimiento con posterioridad a la comisión de un supuesto hecho delictivo no 

contraviene per se, el principio de legalidad26.  

En razón de lo anterior, el principio de legalidad, en el sentido que exista una ley 

previa a la comisión del delito, no se aplica a normas que regulan el procedimiento, a menos 

que puedan tener un impacto en la tipificación de acciones u omisiones que en el  momento 

de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable o en la imposición de una 

pena más grave que la existente al momento de la perpetración del ilícito penal27.  

4. Derecho a ser juzgado en un plazo razonable 

El principio de “plazo razonable” al que hacen referencia los artículos 7.5 y 8.1 de la 

Convención Americana tiene como finalidad impedir que los acusados permanezcan largo 

tiempo bajo acusación y asegurar que ésta se decida prontamente28.  

4. 1. Deber del Estado de justificar la demora de los procesos 

En todo caso, corresponde al Estado demostrar las razones por las cuales un 

proceso o conjunto de procesos han tomado un período determinado que exceda los límites 

del plazo razonable. Si no lo demuestra, la Corte tiene amplias atribuciones para hacer su 

propia estimación al respecto29.  

4. 2. Comienzo y finalización del plazo de un proceso 

En materia penal este plazo (el plazo razonable) comienza cuando se presenta el 

primer acto de procedimiento dirigido en contra de determinada persona como probable 

responsable de cierto delito30.  

Considera la Corte que el proceso termina cuando se dicta sentencia definitiva y 

firme en el asunto, con lo cual se agota la jurisdicción y que, particularmente en materia 

penal, dicho plazo debe comprender todo el procedimiento, incluyendo los recursos de 

instancia que pudieran eventualmente presentarse31.  

 

 
                                                           
26
 Caso Liakat Ali Alibux vs. Suriname. Sentencia de 30 de enero de 2014 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 69. 
 
27
 Caso Liakat Ali Alibux vs. Suriname. Sentencia de 30 de enero de 2014 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 70. 
 
28
 Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Sentencia de 12 de noviembre de 1997 (Fondo), párr. 70. 

29
 Caso Anzualdo Castro vs. Perú. Sentencia de 22 de septiembre de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 156. 

30
 Caso López Álvarez Vs. Honduras. Sentencia de 1 de febrero de 2006 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 
129. 

31
 Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Sentencia de 12 de noviembre de 1997 (Fondo), párr. 71. 
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4. 2. a. Alcance a la etapa de ejecución 

Respecto a la etapa de ejecución de las providencias judiciales, este Tribunal ha 

reconocido que la falta de ejecución de las sentencias tiene “vinculación directa con la tutela 

judicial efectiva para la ejecución de los fallos internos”, por lo que ha realizado su análisis a 

la luz del artículo 25 de la Convención Americana. Sin embargo, la Corte considera que el 

análisis de la etapa de ejecución de las sentencias también puede abordarse para 

contabilizar el término de duración de un proceso, con el fin de determinar su incidencia en 

la prolongación del plazo razonable de un proceso32.  

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha señalado en reiteradas oportunidades 

que “los procedimientos de ejecución deben ser considerados como una segunda etapa de 

los procedimientos”. En ese orden de ideas, en el caso Silva e Pontes Vs. Portugal, dicho 

Tribunal estableció que las garantías establecidas en el artículo 6 del Convenio Europeo de 

Derechos Humanos aplican tanto a la primera etapa de los procedimientos como a la 

segunda. Asimismo, en el caso Robins Vs. Reino Unido, ese Tribunal concluyó que todas 

las etapas de los procedimientos para determinar derechos y obligaciones civiles, “sin 

excluir etapas subsiguientes a la sentencia de fondo”, deben resolverse en un plazo 

razonable33.  

4. 3. Elementos a considerar para determinar la razonabilidad del plazo 

El artículo 8.1 de la Convención también se refiere al plazo razonable. Este no es un 

concepto de sencilla definición. Se pueden invocar para precisarlo los elementos que ha 

señalado la Corte Europea de Derechos Humanos en varios fallos en los cuales se analizó 

este concepto, pues este artículo de la Convención Americana es equivalente en lo 

esencial, al 6 del Convenio Europeo para la Protección de Derechos Humanos y de las 

Libertades Fundamentales. De acuerdo con la Corte Europea, se deben tomar en cuenta 

tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el 

proceso: a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; y c) la 

conducta de las autoridades judiciales34. 

El Tribunal considera pertinente precisar, además, que en dicho análisis de 

razonabilidad se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del 

procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, 

entre otros elementos, la materia objeto de controversia. Si el paso del tiempo incide de 

manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el 

                                                           
32
 Furlan y Familiares vs. Argentina. Sentencia de 31 de agosto de 2012 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 149. 

33
 Furlan y Familiares vs. Argentina. Sentencia de 31 de agosto de 2012 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 150, citando T.E.D.H., Caso Di Pede Vs. Italia, (No. 15797/89), Sentencia de 26 
de septiembre de 1996, párr. 24; T.E.D.H., Caso Silva Pontes Vs. Portugal, párr. 36; y T.E.D.H. Caso Robins Vs. 
Reino Unido, (No. 22410/93), Sentencia de 23 de septiembre de 1997, párrs. 28 y 29. 

34
 Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Sentencia de 29 de enero de 1997 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 
77, citando Eur. Court H.R., Ruiz Mateos v. Spain judgment of 23 June 1993, Series A no. 262, párr. 30. 
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procedimiento corra con más diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo 

breve35.  

Adicionalmente al estudio de las eventuales demoras en las diversas etapas del 

proceso, la Corte Europea ha empleado para determinar la razonabilidad del plazo en el 

conjunto de su trámite lo que llama “análisis global del procedimiento”36. 

4. 3. a. Complejidad del asunto 

Este Tribunal ha tenido en cuenta diversos criterios para determinar la complejidad 

de un proceso. Entre ellos, se encuentra la complejidad de la prueba, la pluralidad de 

sujetos procesales o la cantidad de víctimas, el tiempo transcurrido desde la violación, las 

características del recurso consagradas en la legislación interna y el contexto en el que 

ocurrió la violación37.  

4. 3. b. Actividad procesal del interesado 

Si la conducta procesal del propio interesado en obtener justicia ha contribuido en 

algún grado a prolongar indebidamente la duración del proceso, difícilmente se configura en 

cabeza del Estado una violación de la norma sobre plazo razonable. Un examen detenido 

del desarrollo del aludido proceso, muestra que tanto el Estado como el demandante 

incurrieron en comportamientos que por acción u omisión incidieron en la prolongación de la 

actuación judicial interna. En todo caso, teniendo en cuenta la complejidad del asunto y el 

desinterés del actor, entre otros factores, la duración global del proceso litigioso no 

revestiría la importancia necesaria para declarar la violación de los artículos que protegen el 

derecho al acceso a la justicia y a las garantías judiciales38. 

El imputado no es responsable de velar por la celeridad de la actuación de las 

autoridades en el desarrollo del proceso penal, ni por la falta de la debida diligencia de las 

autoridades estatales. No se puede atribuir al imputado en un proceso penal que soporte la 

carga del retardo en la administración de justicia, lo cual traería como resultado el 

menoscabo de los derechos que le confiere la ley39.  

4. 3. c. Afectación de la situación jurídica de la persona involucrada 

Al respecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en reiteradas oportunidades 

ha utilizado este criterio en el análisis de plazo razonable. En efecto, en el caso H. Vs. 

Reino Unido, dicho Tribunal hizo especial énfasis en la importancia de “lo que estaba en 

                                                           
35
 Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Sentencia de 27 de noviembre de 2008 (Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 155. 

36
 Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Sentencia de 29 de enero de 1997 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 
81, citando Eur. Court H.R., Unión Alimentaria Sanders S.A. judgment of 7 July 1989, Series A, no. 157. 
 
37
 Furlan y Familiares vs. Argentina. Sentencia de 31 de agosto de 2012 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 156 

38
 Caso Cantos Vs. Argentina. Sentencia de 28 de noviembre de 2002 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 57, 
citando Eur. Court. H.R., Case of Glaser v. the United Kingdom, Judgment of 19 September 2000, para. 96 and 
97. 

39
 Caso Albán Cornejo y otros vs. Ecuador. Sentencia de 22 de noviembre de 2007 (Fondo, reparaciones y 
costas), párr. 112. 
 



14 
 

juego” para el accionante, y determinó que el resultado del procedimiento en cuestión tenía 

un carácter particular de irreversibilidad, por lo que en este tipo de casos las autoridades 

deben actuar con una diligencia excepcional. Asimismo, en el caso X. Vs. Francia, el 

Tribunal manifestó que las autoridades judiciales debían actuar de manera 

excepcionalmente diligente en un procedimiento en el que estaba involucrado una persona 

con SIDA, ya que lo que estaba en juego para el accionante era de crucial importancia, 

tomando en cuenta que sufría de una enfermedad incurable que reducía sus expectativas 

de vida. De igual forma, en los casos Codarcea Vs. Rumanía y Jablonska Vs. Polonia, el 

Tribunal Europeo consideró que la avanzada edad de los accionantes requería de una 

especial diligencia de las autoridades en la resolución del proceso40. 

Además, la Corte toma nota de que, a la luz de la jurisprudencia del Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos, se ha afirmado que situaciones en las cuales la 

indemnización civil estaba sujeta a la conclusión del proceso penal, el deber de investigar 

en un plazo razonable “se incrementa dependiendo de la situación de salud de la persona 

afectada” pues ésta “requiere de cuidados especiales” y “la duración del proceso vulnera su 

posibilidad de llevar una vida plena, en especial cuando la persona no puede trabajar 

debido a la mala praxis, y se ve limitada entre otras cuestiones a proveerse de un ingreso 

salarial propio”41.  

4. 3. d. Prioridad a las personas en situación de vulnerabilidad 

Asimismo, la Corte recuerda que la Convención de los Derecho de las Personas con 

Discapacidad (CDPD) contiene normas sobre la importancia del acceso a justicia de las 

personas con discapacidad “en igualdad de condiciones con las demás” e “incluso mediante 

ajustes de procedimiento y adecuados a la edad” (Preámbulo y art. 13.1). En este sentido, 

el Tribunal considera que en casos de personas vulnerables, como lo es una persona con 

discapacidad, es imperante tomar las medidas pertinentes, como por ejemplo la priorización 

en la atención y resolución del procedimiento por parte de las autoridades a su cargo, con el 

fin de evitar retrasos en la tramitación de los procesos, de manera que se garantice la 

pronta resolución y ejecución de los mismos42. 

En similar sentido, el artículo 7 de la CDPD establece expresamente que “los niños y 

las niñas con discapacidad tienen derecho a expresar su opinión libremente sobre todas las 

cuestiones que les afecten, opinión que recibirá la debida consideración teniendo en cuenta 

su edad y madurez, en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, y a recibir 

asistencia apropiada con arreglo a su discapacidad y edad para poder ejercer ese derecho. 

De manera que “es fundamental que los niños con discapacidad sean escuchados en todos 

los procedimientos que los afecten y que sus opiniones se respeten de acuerdo con su 

                                                           
40
 Furlan y Familiares vs. Argentina. Sentencia de 31 de agosto de 2012 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 195, citando T.E.D.H., Caso H. Vs. Reino Unido, (No. 9580/81), Sentencia de 8 de 
Julio de 1987, párr. 85; T.E.D.H., Caso X. Vs. Francia, (No. 18020/91), Sentencia de 31 de marzo de 1992, párr. 
47; y T.E.D.H., Caso Jablonská Vs. Polonia, (No.60225/00), Sentencia de 9 de marzo de 2004. Final, 9 de junio 
de 2004, párr. 43. 

41
 Caso Suárez Peralta vs. Ecuador. Sentencia de 21 de mayo de 2013 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 102, citando Laudon Vs. Alemania. No. 14635/03. Sección quinta. Sentencia de 
26 de abril de 2007, párr. 72. 

42
 Furlan y Familiares vs. Argentina. Sentencia de 31 de agosto de 2012 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 196. 
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capacidad en evolución”. Además, el artículo 13 de la CDPD indica que se debe “facilitar el 

desempeño de las funciones efectivas de esas personas como participantes directos e 

indirectos, incluida la declaración como testigos, en todos los procedimientos judiciales”43. 

4. 3. e. Sobrecarga de causas 

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha determinado que una sobrecarga 

crónica de casos pendientes no es una justificación válida del retraso excesivo44. 

5. Juez competente, independiente e imparcial 

La Corte resalta que si bien es cierto que la independencia y la imparcialidad están 

relacionadas, también es cierto que tienen un contenido jurídico propio. Dicho ejercicio 

autónomo debe ser garantizado por el Estado tanto en su faceta institucional, esto es, en 

relación con el Poder Judicial como sistema, así como también en conexión con su vertiente 

individual, es decir, con relación a la persona del juez específico. El objetivo de la protección 

radica en evitar que el sistema judicial en general y sus integrantes en particular se vean 

sometidos a posibles restricciones indebidas en el ejercicio de su función por parte de 

órganos ajenos al Poder Judicial o incluso por parte de aquellos magistrados que ejercen 

funciones de revisión o apelación45.  

5. 1. Extensión de estos requisitos a los órganos no judiciales investigadores 

Todas esas exigencias, así como criterios de independencia e imparcialidad, se 

extienden también a los órganos no judiciales a los que corresponda la investigación previa 

al proceso judicial, realizada para determinar la existencia de suficientes indicios para 

interponer una acción penal. Sin el cumplimiento de estas exigencias, el Estado no podrá 

posteriormente ejercer de manera efectiva y eficiente su facultad acusatoria y los tribunales 

no podrán llevar a cabo el proceso judicial que este tipo de violaciones requiere46.  

5. 2. Juez natural 

El artículo 8.1 de la Convención garantiza el derecho a ser juzgado por “un tribunal 

competente establecido con anterioridad a la ley”, disposición que se relaciona con el 

concepto de juez natural, una de las garantías del debido proceso, a las que inclusive se ha 

reconocido, por cierto sector de la doctrina, como un presupuesto de aquél. Esto implica 

que las personas tienen derecho a ser juzgadas, en general, por tribunales ordinarios, con 

arreglo a procedimientos legalmente establecidos47.  

                                                           
43
 Furlan y Familiares vs. Argentina. Sentencia de 31 de agosto de 2012 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 229, citando Comité de los Derechos del Niño, Observación general No. 9, párr. 
32. 
 
44
 Forneron e hija vs. Argentina. Sentencia de 27 de abril de 2012 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 74, 
citando TEDH, Caso Probstmeier Vs. Alemania (No. 20950/92), Sentencia de 1 de julio de 1997, párr. 64. 
 
45
 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. Sentencia de 5 
de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 55. 

46
 Caso Cantoral Huamaní y García Santa Cruz vs. Perú. Sentencia de 10 de julio de 2007 (Excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas), párr. 133. 

47
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 
párr. 75. 
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El juez natural deriva su existencia y competencia de la ley, la cual ha sido definida 

por la Corte como la “norma jurídica de carácter general, ceñida al bien común, emanada de 

los órganos legislativos constitucionalmente previstos y democráticamente elegidos, y 

elaborada según el procedimiento establecido por las constituciones de los Estados Partes 

para la formación de las leyes”. Consecuentemente, en un Estado de Derecho sólo el Poder 

Legislativo puede regular, a través de leyes, la competencia de los juzgadores48.  

5. 2. a. Juez natural y fueros especiales 

El Estado puede establecer fueros especiales para el enjuiciamiento de altos 

funcionarios públicos, y esos fueros son compatibles, en principio, con la Convención 

Americana. Sin embargo, aun en estos supuestos el Estado debe permitir que el justiciable 

cuente con la posibilidad de recurrir del fallo condenatorio. Así sucedería, por ejemplo, si se 

dispusiera que el juzgamiento en primera instancia estará a cargo del presidente o de una 

sala del órgano colegiado superior y el conocimiento de la impugnación corresponderá al 

pleno de dicho órgano, con exclusión de quienes ya se pronunciaron sobre el caso49.  

El fuero no necesariamente entra en colisión con el derecho al juez natural, si aquél 

se halla expresamente establecido y definido por el Poder Legislativo y atiende a una 

finalidad legítima, como antes se manifestó. De esta forma, no sólo se respeta el derecho 

en cuestión sino que el juez de fuero se convierte en el juez natural del aforado. Si, por el 

contrario, la ley no consagra el fuero y éste es establecido por el Ejecutivo o por el propio 

Poder Judicial, distrayéndose así al individuo del tribunal que la ley consagra como su juez 

natural, se vería vulnerado el derecho a ser juzgado por un juez competente. Del mismo 

modo, si la conexidad está expresamente reglada en la ley, el juez natural de una persona 

será aquél al que la ley atribuya competencia en las causas conexas. Si la conexidad no 

está reglada por la ley, sería violatorio distraer al individuo del juez originalmente llamado a 

conocer el caso50.  

5. 2. b. Jurisdicción penal militar 

La Corte advierte que la jurisdicción militar ha sido establecida por diversas 

legislaciones con el fin de mantener el orden y la disciplina dentro de las fuerzas armadas. 

Inclusive, esta jurisdicción funcional reserva su aplicación a los militares que hayan incurrido 

en delito o falta dentro del ejercicio de sus funciones y bajo ciertas circunstancias. El 

traslado de competencias de la justicia común a la justicia militar y el consiguiente 

procesamiento de civiles por el delito de traición a la patria en este fuero, supone excluir al 

juez natural para el conocimiento de estas causas. En efecto, la jurisdicción militar no es la 

naturalmente aplicable a civiles que carecen de funciones militares y que por ello no pueden 

incurrir en conductas contrarias a deberes funcionales de este carácter. Cuando la justicia 

militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve 

                                                           
48
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 
párr. 76. 

49
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 
párr. 90. 
 
50
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 
párr. 77. 
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afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido proceso, el cual, a su vez, 

encuéntrase íntimamente ligado al propio derecho de acceso a la justicia51. 

En un Estado democrático de Derecho la jurisdicción penal militar ha de tener un 

alcance restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos 

especiales, vinculados con las funciones que la ley asigna a las fuerzas militares. Así, debe 

estar excluido del ámbito de la jurisdicción militar el juzgamiento de civiles y sólo debe 

juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten 

contra bienes jurídicos propios del orden militar52.   

La ley, al otorgar competencias en el fuero militar y al determinar las normas penales 

militares aplicables en dicho fuero, debe establecer claramente y sin ambigüedad: a) 

quiénes son militares, únicos sujetos activos de los delitos militares; b) cuáles son las 

conductas delictivas típicas en el especial ámbito militar; c) la conducta ilícita a través de la 

descripción de la lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos militares gravemente 

atacados, que justifique el ejercicio del poder punitivo militar, y d) la correspondiente 

sanción, teniendo en cuenta el principio de proporcionalidad53. 

El Tribunal considera pertinente señalar que reiteradamente ha establecido que la 

jurisdicción penal militar en los Estados democráticos, en tiempos de paz, ha tendido a 

reducirse e incluso a desaparecer, por lo cual, en caso de que un Estado la conserve, su 

utilización debe ser mínima, según sea estrictamente necesario, y debe encontrarse 

inspirada en los principios y garantías que rigen el derecho penal moderno. En un Estado 

democrático de derecho, la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y 

excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, 

vinculados a las funciones propias de las fuerzas militares54. 

Si los actos delictivos cometidos por una persona que ostente la calidad de militar en 

activo no afectan los bienes jurídicos de la esfera castrense, dicha persona debe ser 

siempre juzgada por tribunales ordinarios. En este sentido, frente a situaciones que 

vulneren derechos humanos de civiles bajo ninguna circunstancia puede operar la 

jurisdicción militar55.  

La Corte destaca que cuando los tribunales militares conocen de actos constitutivos 

de violaciones a derechos humanos en contra de civiles ejercen jurisdicción no solamente 

respecto del imputado, el cual necesariamente debe ser una persona con estatus de militar 

                                                           
51
 Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Sentencia de 30 de mayo de 1999. (Fondo, Reparaciones y Costas), 
párr. 128, citando Principios Básicos Relativos a la Independencia de la Judicatura, adoptadas por el Séptimo 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en 
Milán del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985, y confirmados por la Asamblea General en sus resoluciones 
40/32 de 29 de noviembre de 1985 y 40/146 de 13 de diciembre de 1985. 

52
 Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Sentencia de 16 de agosto de 2000 (Fondo), párr. 117. 

53
 Caso Usón Ramírez vs. Venezuela. Sentencia de 20 de noviembre de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 110. 

54
 Caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos. Sentencia de 23 de noviembre de 2009 (Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 272. 

55
 Caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos. Sentencia de 23 de noviembre de 2009 (Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 274. 
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en situación de actividad, sino también sobre la víctima civil, quien tiene derecho a participar 

en el proceso penal no sólo para efectos de la respectiva reparación del daño sino también 

para hacer efectivos sus derechos a la verdad y a la justicia. En tal sentido, las víctimas de 

violaciones a derechos humanos y sus familiares tienen derecho a que tales violaciones 

sean conocidas y resueltas por un tribunal competente, de conformidad con el debido 

proceso y el acceso a la justicia. La importancia del sujeto pasivo trasciende la esfera del 

ámbito militar, ya que se encuentran involucrados bienes jurídicos propios del régimen 

ordinario56.  

5. 3. Independencia de los jueces 

Constituye un principio básico relativo a la independencia de la judicatura que toda 

persona tiene derecho a ser juzgada por tribunales de justicia ordinarios con arreglo a 

procedimientos legalmente establecidos. El Estado no debe crear “tribunales que no 

apliquen normas procesales debidamente establecidas para sustituir la jurisdicción que 

corresponda normalmente a los tribunales ordinarios”57.  

El principio de independencia judicial constituye uno de los pilares básicos de las 

garantías del debido proceso, motivo por el cual debe ser respetado en todas las áreas del 

procedimiento y ante todas las instancias procesales en que se decide sobre los derechos 

de la persona58.   

Esta Corte considera necesario que se garantice la independencia de cualquier juez 

en un Estado de Derecho. Como lo señalara la Corte Europea, la independencia de 

cualquier juez supone que se cuente con un adecuado proceso de nombramiento, con una 

duración establecida en el cargo y con una garantía contra presiones externas59. 

5. 3. a. Estabilidad e inamovilidad de los jueces 

Es importante señalar que la independencia judicial no sólo debe analizarse en 

relación con el justiciable, dado que el juez debe contar con una serie de garantías que 

hagan posible la independencia judicial. La Corte considera pertinente precisar que la 

violación de la garantía de la independencia judicial, en lo que atañe a la inamovilidad y 

estabilidad de un juez en su cargo, debe analizarse a la luz de los derechos convencionales 

de un juez cuando se ve afectado por una decisión estatal que afecte arbitrariamente el 

período de su nombramiento. En tal sentido, la garantía institucional de la independencia 

                                                           
56
 Caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos. Sentencia de 23 de noviembre de 2009 (Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 275. 

57
 Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Sentencia de 30 de mayo de 1999. (Fondo, Reparaciones y Costas), 
párr. 129. 

58
 Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 68. 
 
59
 Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Sentencia de 31 de enero de 2001 (Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 75, citando Eur. Court H.R., Langborger case, decision of 27 January 1989, Series A no. 155, 
para. 32. 
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judicial se relaciona directamente con un derecho del juez de permanecer en su cargo, 

como consecuencia de la garantía de inamovilidad en el cargo60.  

Los jueces que forman parte de la carrera judicial cuentan, en primer lugar, con la 

estabilidad que brinda el ser funcionario de carrera. El principio general en materia laboral 

para los trabajadores públicos de carrera es la estabilidad, entendida como la certidumbre 

que debe asistir al empleado en el sentido de que, mientras de su parte haya observancia 

de las condiciones fijadas por la ley en relación con su desempeño, no será removido. Lo 

anterior se debe a que los funcionarios públicos han ingresado por medio de concursos o 

algún otro método legal que determine los méritos y calidades de los aspirantes y forman 

parte de una carrera permanente61. 

Los Principios Básicos de las Naciones Unidas relativos a la independencia de la 

judicatura establecen que “la ley garantizará la permanencia en el cargo de los jueces por 

los períodos establecidos” y que “se garantizará la inamovilidad de los jueces, tanto de los 

nombrados mediante decisión administrativa como de los elegidos, hasta que cumplan la 

edad para la jubilación forzosa o expire el período para el que hayan sido nombrados o 

elegidos, cuando existan normas al respecto”62. 

 

La inamovilidad es una garantía de la independencia judicial que a su vez está 

compuesta por las siguientes garantías: permanencia en el cargo, un proceso de ascensos 

adecuado y no despido injustificado o libre remoción. Quiere decir esto que si el Estado 

incumple una de estas garantías, afecta la inamovilidad y, por tanto, no está cumpliendo con 

su obligación de garantizar la independencia judicial63. 

Como se puede observar, los jueces cuentan con varias garantías que refuerzan su 

estabilidad en el cargo con miras a garantizar la independencia de ellos mismos y del 

sistema, así como también la apariencia de independencia frente al justiciable y la sociedad. 

Como ya lo ha reconocido este Tribunal, la garantía de inamovilidad debe operar para 

permitir el reintegro a la condición de magistrado de quien fue arbitrariamente privado de 

ella. Ello es así puesto que de lo contrario los Estados podrían remover a los jueces e 

intervenir de ese modo en el Poder Judicial sin mayores costos o control. Además, esto 

podría generar un temor en los demás jueces que observan que sus colegas son destituidos 

y luego no reincorporados aún cuando la destitución fue arbitraria. Dicho temor también 

podría afectar la independencia judicial, ya que fomentaría que los jueces sigan las 

instrucciones o se abstengan de controvertir tanto al ente nominador como al sancionador64. 

                                                           
60
 Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) vs. Ecuador. (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 153. 
 
61
 Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 64. 
 
62
 Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 75, citando Principios 11 y 12 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas 
relativos a la independencia de la judicatura. 
 
63
 Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 79. 

64
 Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 81. 
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La inamovilidad de los jueces provisorios está estrechamente ligada a la garantía 

contra presiones externas, ya que si los jueces provisorios no tienen la seguridad de 

permanencia durante un período determinado, serán vulnerables a presiones de diferentes 

sectores, principalmente de quienes tienen la facultad de decidir sobre destituciones o 

ascensos en el Poder Judicial65.  

5. 3. b. Independencia de los jueces y mecanismos de remoción 

Los diferentes sistemas políticos han ideado procedimientos estrictos tanto para el 

nombramiento de jueces como para su destitución. Ello es así toda vez que la libre 

remoción de jueces fomenta la duda objetiva del observador sobre la posibilidad efectiva de 

aquellos de decidir controversias concretas sin temor a represalias66.  

Esta Corte considera que uno de los objetivos principales que tiene la separación de 

los poderes públicos, es la garantía de la independencia de los jueces y, para tales efectos, 

los diferentes sistemas políticos han ideado procedimientos estrictos, tanto para su 

nombramiento como para su destitución. Los Principios Básicos de las Naciones Unidas 

Relativos a la Independencia de la Judicatura, establecen que “la independencia de la 

judicatura será garantizada por el Estado y proclamada por la Constitución o la legislación 

del país. Todas las instituciones gubernamentales y de otra índole respetarán y acatarán la 

independencia de la judicatura”67.  

En cuanto a la posibilidad de destitución de los jueces, los mismos Principios 

disponen: Toda acusación o queja formulada contra un juez por su actuación judicial y 

profesional se tramitará con prontitud e imparcialidad con arreglo al procedimiento 

pertinente. El juez tendrá derecho a ser oído imparcialmente. En esa etapa inicial, el 

examen de la cuestión será confidencial, a menos que el juez solicite lo contrario. En otras 

palabras, la autoridad a cargo del proceso de destitución de un juez debe conducirse 

imparcialmente en el procedimiento establecido para el efecto y permitir el ejercicio del 

derecho de defensa68.  

En cuanto al ejercicio de las atribuciones del Congreso para llevar a cabo un juicio 

político, del que derivará la responsabilidad de un funcionario público, la Corte estima 

necesario recordar que toda persona sujeta a juicio de cualquier naturaleza ante un órgano 

del Estado deberá contar con la garantía de que dicho órgano sea competente, 

independiente e imparcial y actúe en los términos del procedimiento legalmente previsto 

para el conocimiento y la resolución del caso que se le somete69. 

                                                           
65
 Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 117. 

66
 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. Sentencia de 5 
de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 44, citando Principios 2, 3 y 4 de 
los Principios Básicos de las Naciones Unidas Relativos a la Independencia de la Judicatura. 
 
67
 Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Sentencia de 31 de enero de 2001 (Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 73. 

68
 Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Sentencia de 31 de enero de 2001 (Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 74. 
 
69
 Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Sentencia de 31 de enero de 2001 (Fondo, Reparaciones y 
Costas), párr. 77. 
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Al respecto, la Corte considera que permitir que subsista durante más de año y 

medio la posibilidad de revertir una designación del más alto tribunal en asuntos 

constitucionales, es decir, que no caduque en un lapso razonable esta posibilidad de 

analizar y revertir supuestos vicios formales en una designación de tanta importancia, afecta 

la garantía de estabilidad en el cargo y puede permitir el surgimiento de presiones externas, 

aspectos directamente relacionados con la independencia judicial. En circunstancias como 

las ocurridas en el presente caso, ello implicaría la legitimación de la permanencia de una 

Alta Corte en la inseguridad jurídica de la legalidad de su nombramiento y puede generar 

una constante amenaza sobre la posibilidad de ser removidos de sus cargos en cualquier 

momento, aspecto que, en determinados contextos políticos, acrecienta el riesgo de 

indebidas presiones externas sobre el ejercicio de la función judicial70.  

5. 3. c. Causales de remoción 

Al respecto, la Corte resalta que el derecho internacional ha formulado pautas sobre 

las razones válidas para proceder a la suspensión o remoción de un juez, las cuales pueden 

ser, entre otras, mala conducta o incompetencia. Ahora bien, los jueces no pueden ser 

destituidos únicamente debido a que su decisión fue revocada mediante una apelación o 

revisión de un órgano judicial superior. Ello preserva la independencia interna de los jueces, 

quienes no deben verse compelidos a evitar disentir con el órgano revisor de sus 

decisiones, el cual, en definitiva, sólo ejerce una función judicial diferenciada y limitada a 

atender los puntos recursivos de las partes disconformes con el fallo originario71.  

Los Principios Básicos establecen que los jueces “sólo podrán ser suspendidos o 

separados de sus cargos por incapacidad o comportamiento que los inhabilite para seguir 

desempeñando sus funciones” y que “todo procedimiento para la adopción de medidas 

disciplinarias, la suspensión o la separación del cargo se resolverá de acuerdo con las 

normas establecidas de comportamiento judicial”. De manera similar, el Comité de 

Derechos Humanos ha señalado que los jueces sólo pueden ser removidos por faltas de 

disciplina graves o incompetencia y acorde a procedimientos justos que aseguren la 

objetividad e imparcialidad según la constitución o la ley. Además, el Comité ha expresado 

que “la destitución de jueces por el Poder Ejecutivo antes de la expiración del mandato para 

el que fueron nombrados, sin que se les dé ninguna razón concreta y sin que dispongan de 

una protección judicial efectiva para impugnar la destitución, es incompatible con la 

independencia judicial”72. 

Ahora bien, la garantía de estabilidad de los jueces en el cargo no es absoluta. El 

derecho internacional de los derechos humanos admite que los jueces sean destituidos por 

conductas claramente reprochables. En su Observación General No. 32, el Comité de 

                                                           
70
 Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) vs. Ecuador. Sentencia de 28 de agosto de 2013 
(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 179. 

71
 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. Sentencia de 5 
de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 84, citando Principio 18 de los 
Principios Básicos de las Naciones Unidas Relativos a la Independencia de la Judicatura. 

72
 Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 77, citando Principios 18 y 19 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas 
Relativos a la Independencia de la Judicatura; y Naciones Unidas, Comité de Derechos Humanos, Observación 
General No. 32, Artículo 14, El Derecho a un Juicio Imparcial y a la Igualdad ante los Tribunales y Cortes de 
Justicia, CCPR/C/GC/32, 23 de agosto de 2007, párr. 20. 
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Derechos Humanos estableció que los jueces podrán ser destituidos únicamente por 

razones graves de mala conducta o incompetencia. Asimismo, los Principios Básicos 

precisan lo siguiente sobre medidas disciplinarias, suspensión y separación del cargo:   

“17. Toda acusación o queja formulada contra un juez por su actuación judicial y 

profesional se tramitará con prontitud e imparcialidad con arreglo al procedimiento 

pertinente. El juez tendrá derecho a ser oído imparcialmente. En esa etapa inicial, el 

examen de la cuestión será confidencial, a menos que el juez solicite lo contrario.   

18. Los jueces sólo podrán ser suspendidos o separados de sus cargos por 

incapacidad o comportamiento que los inhabilite para seguir desempeñando sus 

funciones”73.  

Por otro lado, otros estándares diferencian entre las sanciones aplicables. Se insiste en que 

la garantía de inamovilidad implica que la destitución obedezca a conductas bastante 

graves, mientras que otras sanciones pueden contemplarse ante eventos como negligencia 

o impericia. Las Recomendaciones del Consejo de Europa sobre la Independencia, 

Eficiencia y Función de los Jueces precisan al respecto:   

“Principio I. Principios Generales sobre la Independencia de los jueces 

2. a. i. las decisiones de los jueces no deben estar sometidas a revisión salvo en los 

procesos de apelación según lo dispone la ley;  

Principio VI – Incumplimiento en el desempeño de las responsabilidades y faltas 

disciplinarias 1. Cuando los jueces no cumplan con sus deberes de manera eficiente 

y adecuada o en caso de faltas disciplinarias, se deben tomar todas las medidas 

necesarias que no perjudiquen la independencia judicial. Dependiendo de los 

principios constitucionales y las disposiciones legales y tradiciones de cada Estado, 

dichas medidas pueden incluir, por ejemplo:  

a. Retirar casos del juez;  

b. Transferir al juez a otras tareas judiciales dentro del tribunal;  

c. Sanciones económicas como la reducción temporaria del salario;  

d. Suspensión.  

2. Los jueces designados no podrán ser destituidos de cargo en forma permanente 

sin razones válidas hasta su retiro obligatorio. Dichas razones, que deben estar 

definidas por la ley en términos precisos, pueden aplicarse en países donde el juez 

es electo por un determinado período, o pueden relacionarse con la incapacidad 

para desempeñar funciones judiciales, la comisión de faltas o infracciones graves de 

las reglas disciplinarias.  

                                                           
73
 Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) vs. Ecuador. (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 147, citando Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 32, Artículo 
14: El Derecho a un Juicio Imparcial y a la Igualdad ante los Tribunales y Cortes de Justicia, CCPR/C/GC/32, 23 
de agosto de 2007, párr. 20; y Principios 17 y 18 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas Relativos a la 
Independencia de la Judicatura 
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3. En casos en que sea necesario tomar las medidas establecidas en los párrafos 1 

y 2 del presente artículo, los Estados deben considerar el establecimiento, por medio 

de la ley, de un órgano especial competente cuya tarea sea la de aplicar sanciones y 

medidas disciplinarias, cuando no sean tratadas por el tribunal, y cuyas decisiones 

estén controladas por un órgano judicial superior, o que sea en sí mismo un órgano 

judicial superior. La ley debe establecer procedimientos adecuados para asegurar 

que los jueces en cuestión tengan al menos los requisitos del debido proceso 

contenidos en el Convenio, por ejemplo que el caso sea oído dentro de un plazo 

razonable y el derecho a responder cualquier acusación”74.  

Por su parte, en los Principios y Directrices relativos al Derecho a un Juicio Justo y a la 

Asistencia Jurídica en África, se incluye una prohibición específica de remover jueces en el 

contexto de la revocatoria de sus fallos. En efecto, dichos principios y directrices establecen 

que “los funcionarios judiciales no serán destituidos del cargo o sometidos a otros 

procedimientos disciplinarios o administrativos únicamente debido a que su decisión fue 

revocada mediante una apelación o revisión de un órgano judicial superior”75. 

Teniendo en cuenta los estándares señalados anteriormente, la Corte considera que: 

i) el respeto de las garantías judiciales implica respetar la independencia judicial; ii) las 

dimensiones de la independencia judicial se traducen en el derecho subjetivo del juez a que 

su separación del cargo obedezca exclusivamente a las causales permitidas, ya sea por 

medio de un proceso que cumpla con las garantías judiciales o porque se ha cumplido el 

término o período de su mandato, y iii) cuando se afecta en forma arbitraria la permanencia 

de los jueces en su cargo, se vulnera el derecho a la independencia judicial consagrado en 

el artículo 8.1 de la Convención Americana, en conjunción con el derecho de acceso y 

permanencia en condiciones generales de igualdad en un cargo público, establecido en el 

artículo 23.1.c de la Convención Americana76.  

5. 3. d. Independencia y jueces provisionales 

La Corte observa que los Estados están obligados a asegurar que los jueces 

provisorios sean independientes y, por ello, debe otorgarles cierto tipo de estabilidad y 

permanencia en el cargo, puesto que la provisionalidad no equivale a libre remoción. En 

efecto, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas expresó que la destitución de 

jueces por el Poder Ejecutivo antes de la expiración del mandato para el que fueron 

nombrados, sin que se les dé razón concreta alguna y sin que dispongan de una protección 

judicial efectiva para impugnar la destitución, es incompatible con la independencia judicial. 

En similar sentido, la Corte considera que la provisionalidad no debe significar alteración 

alguna del régimen de garantías para el buen desempeño del juzgador y la salvaguarda de 

                                                           
74
 Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) vs. Ecuador. (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 148, citando Recomendación No. R (94) 12 del Comité de Ministros de los 
Estados Miembros sobre la Independencia, Eficiencia y Función de los Jueces. 

75
 Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) vs. Ecuador. (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 149, citando Principios y Directrices relativos el Derecho a un Juicio Justo y a la 
Asistencia Jurídica en África, adoptados como parte del informe de actividades de la Comisión Africana en la 2ª 
Cumbre y Reunión de Jefes de Estado de la Unión Africana celebrada en Maputo del 4 -12 de julio de 2003, 
Principio A, numeral 4, literal n (2). 
 
76
 Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) vs. Ecuador. (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 155. 
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los propios justiciables. Además, no debe extenderse indefinidamente en el tiempo y debe 

estar sujeta a una condición resolutoria, tal como el cumplimiento de un plazo 

predeterminado o la celebración y conclusión de un concurso público de oposición y 

antecedentes que nombre al reemplazante del juez provisorio con carácter permanente. Los 

nombramientos provisionales deben constituir una situación de excepción y no la regla. De 

esta manera, la extensión en el tiempo de la provisionalidad de los jueces o el hecho de que 

la mayoría de los jueces se encuentren en dicha situación, generan importantes obstáculos 

para la independencia judicial. Esta situación de vulnerabilidad del Poder Judicial se 

acentúa si tampoco existen procesos de destitución respetuosos de las obligaciones 

internacionales de los Estados77.  

Puesto que el nombramiento de jueces provisionales debe estar sujeto a aquellas 

condiciones de servicio que aseguren el ejercicio independiente de su cargo, el régimen de 

ascenso, traslado, asignación de causas, suspensión y cesación de funciones del que 

gozan los jueces titulares debe mantenerse intacto en el caso de los jueces que carecen de 

dicha titularidad78.  

5. 3. e. Independencia y presiones externas 

Los Principios Básicos disponen que los jueces resolverán los asuntos que conozcan 

“basándose en los hechos y en consonancia con el derecho, sin restricción alguna y sin 

influencias, alicientes, presiones, amenazas o intromisiones indebidas, sean directas o 

indirectas, de cualesquiera sectores o por cualquier motivo”. Asimismo, dichos principios 

establecen que la judicatura “tendrá autoridad exclusiva para decidir si una cuestión que le 

haya sido sometida está dentro de la competencia que le haya atribuido la ley” y que “no se 

efectuarán intromisiones indebidas o injustificadas en el proceso judicial”79.  

Los funcionarios públicos tienen una posición de garante de los derechos 

fundamentales de las personas y, por tanto, sus declaraciones no pueden llegar a 

desconocer dichos derechos. Del mismo modo, los funcionarios públicos, en especial las 

más altas autoridades de Gobierno, deben ser particularmente cuidadosos en orden a que 

sus declaraciones públicas no constituyan una forma de injerencia o presión lesiva de la 

independencia judicial o puedan inducir o sugerir acciones por parte de otras autoridades 

que vulneren la independencia o afecten la libertad del juzgador80.  

 

                                                           
77
 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. Sentencia de 5 
de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 43, citando Naciones Unidas, 
Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 32, Artículo 14: El Derecho a un Juicio Imparcial y a la 
Igualdad ante los Tribunales y Cortes de Justicia, CCPR/C/GC/32, 23 de agosto de 2007, párr. 20; y Principio 12 
de los Principios Básicos de las Naciones Unidas Relativos a la Independencia de la Judicatura. 

78
 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. Sentencia de 5 
de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 45, citando Principio 11 de los 
Principios Básicos de las Naciones Unidas Relativos a la Independencia de la Judicatura. 

79
 Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 80, citando Principios 2, 3 y 4 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas 
Relativos a la Independencia de la Judicatura. 

80
 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. Sentencia de 5 
de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 86. 
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5. 3. f. Mecanismos de designación de magistrados 

Los Principios Básicos destacan como elementos preponderantes en materia de 

nombramiento de jueces la integridad, idoneidad y formación o calificaciones jurídicas 

apropiadas. Del mismo modo, las Recomendaciones del Consejo de Europa evocan un 

criterio marco de utilidad en este análisis al disponer que todas las decisiones relacionadas 

con la carrera profesional de los jueces deben estar basadas en criterios objetivos, siendo el 

mérito personal del juez, su calificación, integridad, capacidad y eficiencia los elementos 

preponderantes a considerar81. 

El Comité de Derechos Humanos ha señalado que si el acceso a la administración 

pública se basa en los méritos y en la igualdad de oportunidades, y si se asegura la 

estabilidad en el cargo, se garantiza la libertad de toda injerencia o presión política. En 

similar sentido, la Corte destaca que todo proceso de nombramiento debe tener como 

función no sólo la escogencia según los méritos y calidades del aspirante, sino el 

aseguramiento de la igualdad de oportunidades en el acceso al Poder Judicial. En 

consecuencia, se debe seleccionar a los jueces exclusivamente por el mérito personal y su 

capacidad profesional, a través de mecanismos objetivos de selección y permanencia que 

tengan en cuenta la singularidad y especificidad de las funciones que se van a 

desempeñar82.  

Los procedimientos de nombramiento tampoco pueden involucrar privilegios o 

ventajas irrazonables. La igualdad de oportunidades se garantiza a través de una libre 

concurrencia, de tal forma que todos los ciudadanos que acrediten los requisitos 

determinados en la ley deben poder participar en los procesos de selección sin ser objeto 

de tratos desiguales arbitrarios. Todos los aspirantes deben concursar en igualdad de 

condiciones aún respecto de quienes ocupan los cargos en provisionalidad, los que por tal 

condición no pueden ser tratados con privilegios o ventajas, así como tampoco con 

desventajas, en relación con el cargo que ocupan y al cual aspiran. En suma, se debe 

otorgar oportunidad abierta e igualitaria a través del señalamiento ampliamente público, 

claro y transparente de los requisitos exigidos para el desempeño del cargo. Por tanto, no 

son admisibles las restricciones que impidan o dificulten a quien no hace parte de la 

administración o de alguna entidad, es decir, a la persona particular que no ha accedido al 

servicio, llegar a él con base en sus méritos83.  

Cuando los Estados establezcan procedimientos para el nombramiento de sus 

jueces, debe tenerse en cuenta que no cualquier procedimiento satisface las condiciones 

que exige la Convención para la implementación adecuada de un verdadero régimen 

                                                           
81
 Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 71, citando Principio 10 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas 
Relativos a la Independencia de la Judicatura; y Principio I.2.c de la Recomendación No. R (94) 12 del Comité 
de Ministros de los Estados Miembros sobre la Independencia, Eficiencia y Función de los Jueces adoptada por 
el Comité de Ministros el 13 de octubre de 1994 en la reunión No. 518 de Viceministros. 

82
 Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 72, citando Naciones Unidas, Comité de Derechos Humanos, Observación 
General No. 32, Artículo 14: El Derecho a un Juicio Imparcial y a la Igualdad ante los Tribunales y Cortes de 
Justicia, CCPR/C/GC/32, 23 de agosto de 2007, párr. 19. 
 
83
 Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 73. 
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independiente. Si no se respetan  parámetros básicos de objetividad y razonabilidad, 

resultaría posible diseñar un régimen que permita un alto grado de discrecionalidad en la 

selección del personal judicial de carrera, en virtud de lo cual las personas escogidas no 

serían, necesariamente, las más idóneas84.  

Por otra parte, los Principios Básicos también establecen que “el sistema de ascenso 

de los jueces, cuando exista, se basará en factores objetivos, especialmente en la 

capacidad profesional, la integridad y la experiencia”85. 

5. 4. Imparcialidad de los jueces 

La Corte considera que el derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial es 

una garantía fundamental del debido proceso. Es decir, se debe garantizar que el juez o 

tribunal en el ejercicio de su función como juzgador cuente con la mayor objetividad para 

enfrentar el juicio. Esto permite a su vez, que los tribunales inspiren la confianza necesaria a 

las partes en el caso, así como a los ciudadanos en una sociedad democrática86.  

La imparcialidad del tribunal implica que sus integrantes no tengan un interés directo, 

una posición tomada, una preferencia por alguna de las partes y que no se encuentren 

involucrados en la controversia87.  

El juez o tribunal debe separarse de una causa sometida a su conocimiento cuando 

exista algún motivo o duda que vaya en desmedro de la integridad del tribunal como un 

órgano imparcial. En aras de salvaguardar la administración de justicia se debe asegurar 

que el juez se encuentre libre de todo prejuicio y que no exista temor alguno que ponga en 

duda el ejercicio de las funciones jurisdiccionales88.  

La Corte Europea ha señalado que la imparcialidad tiene aspectos tanto subjetivos 

como objetivos, a saber: Primero, el tribunal debe carecer, de una manera subjetiva, de 

prejuicio personal. Segundo, también debe ser imparcial desde un punto de vista objetivo, 

es decir, debe ofrecer garantías suficientes para que no haya duda legítima al respecto. 

Bajo el análisis objetivo, se debe determinar si, aparte del comportamiento personal de los 

jueces, hay hechos averiguables que podrán suscitar dudas respecto de su imparcialidad. 

En este sentido, hasta las apariencias podrán tener cierta importancia. Lo que está en juego 

                                                           
84
 Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 74. 
 
85
 Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Sentencia de 30 de junio de 2009 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 76, citando Principio 13 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas 
Relativos a la Independencia de la Judicatura. 
 
86
 Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Sentencia de 2 de julio de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 171. 

87
 Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Sentencia de 22 de noviembre de 2005 (Fondo Reparaciones y Costas), 
párr. 146. 

88
 Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Sentencia de 22 de noviembre de 2005 (Fondo Reparaciones y Costas), 
párr. 147. 
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es la confianza que deben inspirar los tribunales a los ciudadanos en una sociedad 

democrática y, sobre todo, en las partes del caso89.  

La imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda particular se 

aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, 

asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda 

duda que el justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de 

imparcialidad. La Corte Europea de Derechos Humanos ha explicado que la imparcialidad 

personal o subjetiva se presume a menos que exista prueba en contrario. Por su parte, la 

denominada prueba objetiva consiste en determinar si el juez cuestionado brindó elementos 

convincentes que permitan eliminar temores legítimos o fundadas sospechas de parcialidad 

sobre su persona. Ello puesto que el juez debe aparecer como actuando sin estar sujeto a 

influencia, aliciente, presión, amenaza o intromisión, directa o indirecta, sino única y 

exclusivamente conforme a -y movido por- el Derecho90.  

Para el análisis de la imparcialidad subjetiva, el Tribunal debe intentar averiguar los 

intereses o motivaciones personales del juez en un determinado caso. En cuanto al tipo de 

evidencia que se necesita para probar la imparcialidad subjetiva, el Tribunal Europeo ha 

indicado que se debe tratar de determinar si el juez ha manifestado hostilidad o si ha hecho 

que el caso sea asignado a él por razones personales91.  

5. 4. a. Imparcialidad y mecanismos de excusación y recusación 

El Tribunal considera que la institución de la recusación tiene un doble fin: por un 

lado actúa como una garantía para las partes en el proceso, y por el otro, busca otorgar 

credibilidad a la función que desarrolla la Jurisdicción. En efecto, la recusación otorga el 

derecho a las partes de instar a la separación de un juez cuando, más allá de la conducta 

personal del juez cuestionado, existen hechos demostrables o elementos convincentes que 

produzcan temores fundados o sospechas legítimas de parcialidad sobre su persona, 

impidiéndose de este modo que su decisión sea vista como motivada por razones ajenas al 

Derecho y que, por ende, el funcionamiento del sistema judicial se vea distorsionado. La 

recusación no debe ser vista necesariamente como un enjuiciamiento de la rectitud moral 

del funcionario recusado, sino más bien como una herramienta que brinda confianza a 

quienes acuden al Estado solicitando la intervención de órganos que deben ser y aparentar 

ser imparciales92.  

La recusación es un instrumento procesal destinado a proteger el derecho a ser 

juzgado por un órgano imparcial y no un elemento constitutivo o definitorio de dicho 

                                                           
89
 Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Sentencia de 2 de julio de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 170, citando Eur. Court. H. R.,Case of Pabla KY v. Finlad, Judgment of 26 June, 
2004, para. 27. 
 
90
 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. Sentencia de 5 
de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 56, citando Piersack v. Belgium, 
judgment of 1 October 1982, Series A no. 53. 

91
 Caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Sentencia de 24 de febrero de 2012 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 
258, citando T.E.D.H., Caso Kyprianou Vs. Chipre, (No. 73797/01), Sentencia de 27 de enero de 2004, párr. 119. 

92
 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. Sentencia de 5 
de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 63. 
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derecho. En otras palabras, un juez que no pueda ser recusado no necesariamente es -o 

actuará de forma- parcial, del mismo modo que un juez que puede ser recusado no 

necesariamente es -o actuará de forma- imparcial93.  

En lo referente a la inhibición, la Corte estima que aún cuando está permitida por el 

derecho interno, no es suficiente para garantizar la imparcialidad del tribunal, puesto que no 

se ha demostrado que el justiciable tenga algún recurso para cuestionar al juez que 

debiendo inhibirse no lo hiciere94. 

6. Presunción de inocencia 

Esta Corte estima que en el principio de presunción de inocencia subyace el 

propósito de las garantías judiciales, al afirmar la idea de que una persona es inocente 

hasta que su culpabilidad sea demostrada95. 

El principio de la presunción de inocencia, tal y como se desprende del artículo 8.2 

de la Convención, exige que una persona no pueda ser condenada mientras no exista 

prueba plena de su responsabilidad penal. Si obra contra ella prueba incompleta o 

insuficiente, no es procedente condenarla, sino absolverla96.  

El derecho a la presunción de inocencia es un elemento esencial para la realización 

efectiva del derecho a la defensa y acompaña al acusado durante toda la tramitación del 

proceso hasta que una sentencia condenatoria que determine su culpabilidad quede firme. 

Este derecho implica que el acusado no debe demostrar que no ha cometido el delito que 

se le atribuye, ya que el onus probando corresponde a quien acusa97.  

La demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un requisito indispensable 

para la sanción penal, de modo que la carga de la prueba recae en la parte acusadora y no 

en el acusado98.   

De acuerdo con lo establecido por el Tribunal Europeo, el principio de presunción de 

inocencia implica que los juzgadores no inicien el proceso con una idea preconcebida de 

que el acusado ha cometido el delito que se le imputa, por lo que la carga de la prueba está 

a cargo de quien acusa y cualquier duda debe ser usada en beneficio del acusado. La 

                                                           
93
 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. Sentencia de 5 
de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 64. 

94
 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. Sentencia de 5 
de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 65. 

95
 Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Sentencia de 12 de noviembre de 1997 (Fondo), párr. 77. 

96
 Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Sentencia de 18 de agosto de 2000 (Fondo), párr. 120. 

97
 Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Sentencia de 31 de agosto de 2004 (Fondo, Reparaciones y Costas), 
párr. 154. 

98
 Caso Cabrera García y Montiel Flores vs México. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 (Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 182. 
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presunción de inocencia se vulnera si antes de que el acusado sea encontrado culpable una 

decisión judicial relacionada con él refleja la opinión de que es culpable99.  

Cualquier duda debe ser usada en beneficio del acusado. Así, la demostración 

fehaciente de la culpabilidad constituye un requisito indispensable para la sanción penal, de 

modo que la carga de la prueba recae en la parte acusadora y no en el acusado100. 

El Tribunal Europeo ha resaltado que la presunción de inocencia puede ser violada 

no sólo por los jueces o tribunales a cargo del proceso, sino también por otras autoridades 

públicas, por lo cual las autoridades estatales deben elegir cuidadosamente sus palabras al 

declarar sobre un proceso penal, antes de que una persona o personas haya sido juzgada y 

condenada por el delito respectivo. Si bien en el marco del proceso penal en sí mismo, los 

señalamientos de culpabilidad por parte de funcionarios tales como fiscales y procuradores 

no constituyen una violación a la presunción de inocencia, las declaraciones de estos 

funcionarios a la prensa, sin calificaciones o reservas, infringen la presunción de inocencia 

en la medida en que fomenta que el público crea en la culpabilidad de la persona y prejuzga 

la evaluación de los hechos por una autoridad judicial competente. Esta Corte coincide con 

este criterio y advierte que la presunción de inocencia exige que las autoridades estatales 

sean discretas y prudentes al realizar declaraciones públicas sobre un proceso penal101.  

El Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha observado que “la 

presunción de inocencia, que es fundamental para la protección de los derechos humanos, 

impone la carga de la prueba a la acusación, garantiza que no se presuma la culpabilidad a 

menos que se haya demostrado la acusación fuera de toda duda razonable, asegura que el 

acusado tenga el beneficio de la duda, y exige que las personas acusadas de un delito sean 

tratadas de conformidad con este principio. Todas las autoridades públicas tienen el deber 

de abstenerse de prejuzgar los resultados de un juicio, por ejemplo, absteniéndose de hacer 

comentarios públicos en que se declare la culpabilidad del acusado”102.  

6. 1. Prisión preventiva103 

De lo dispuesto en el artículo 8.2 de la Convención se deriva la obligación estatal de 

no restringir la libertad del detenido más allá de los límites estrictamente necesarios para 

asegurar que no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones y que no eludirá la 

acción de la justicia, pues la prisión preventiva es una medida cautelar, no punitiva. Este 

concepto está expresado en múltiples instrumentos del derecho internacional de los 

derechos humanos y, entre otros, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
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 Caso Cabrera García y Montiel Flores vs México. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 (Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 184, citando ECHR, Case of Barberà, Messegué and Jabardo 
v Spain, Judgment of 6 December 1988, App. Nos. 10588/83, 10589/83, 10590/83, paras. 77 y 91. 
 
100
 Caso J. vs. Perú. Sentencia de 27 de noviembre de 2013 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas), párr. 233. 

101
 Caso J. vs. Perú. Sentencia de 27 de noviembre de 2013 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas), párr. 244, citando Allenet de Ribemont Vs. Francia, 10 de febrero de 1995, Serie A no. 308. 

102
 Caso Cabrera García y Montiel Flores vs México. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 (Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 182, citando Naciones Unidas. Comité de Derechos Humanos. 
Observación General No. 32, supra nota 258, párr. 30. 
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 El análisis de la jurisprudencia de la Corte IDH acerca del derecho a la libertad personal se desarrolla con 

mayor amplitud al tratar el art. 7 de la Convención Americana. 
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que dispone que la prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe 

ser la regla general (art. 9.3). En caso contrario se estaría cometiendo una injusticia al privar 

de libertad, por un plazo desproporcionado respecto de la pena que correspondería al delito 

imputado, a personas cuya responsabilidad criminal no ha sido establecida. Sería lo mismo 

que anticipar una pena a la sentencia, lo cual está en contra de principios generales del 

derecho universalmente reconocidos104.  

La Corte considera indispensable destacar que la prisión preventiva es la medida 

más severa que se le puede aplicar al imputado de un delito, motivo por el cual su 

aplicación debe tener un carácter excepcional, en virtud de que se encuentra limitada por 

los principios de legalidad, presunción de inocencia, necesidad y proporcionalidad, 

indispensables en una sociedad democrática105.  

6. 1. a. Motivos que pueden habilitarla 

La legitimidad de la prisión preventiva no proviene solamente de que la ley permite 

aplicarla en ciertas hipótesis generales. La adopción de esa medida cautelar requiere un 

juicio de proporcionalidad entre aquélla, los elementos de convicción para dictarla y los 

hechos que se investigan. Si no hay proporcionalidad, la medida será arbitraria106.  

Las características personales del supuesto autor y la gravedad del delito que se le 

imputa no son, por si mismos, justificación suficiente de la prisión preventiva107. 

La privación de libertad del imputado no puede residir en fines preventivo-generales o 

preventivo-especiales atribuibles a la pena, sino que sólo se puede fundamentar, como se 

señaló anteriormente en un fin legítimo, a saber: asegurar que el acusado no impedirá el 

desarrollo del procedimiento ni eludirá la acción de la justicia108. 

6. 1. b. Duración y cese de la medida 

El artículo 7.5 de la Convención Americana garantiza el derecho de toda persona 

detenida en prisión preventiva a ser juzgada dentro de un plazo razonable o ser puesta en 

libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Este derecho impone límites temporales a 

la duración de la prisión preventiva, y, en consecuencia, a las facultades del Estado para 

proteger los fines del proceso mediante este tipo de medida cautelar. Cuando el plazo de la 

prisión preventiva sobrepasa lo razonable, el Estado podrá limitar la libertad del imputado 

con otras medidas menos lesivas que aseguren su comparencia al juicio, distintas a la 

privación de su libertad mediante encarcelamiento. Este derecho impone, a su vez, una 

                                                           
104
 Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Sentencia de 12 de noviembre de 1997 (Fondo), párr. 77. 

105 Caso Tibi Vs. Ecuador. Sentencia de 07 de septiembre de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 106. 

106 Caso López Álvarez Vs. Honduras. Sentencia de 1 de febrero de 2006 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 
68. 

107 Caso López Álvarez Vs. Honduras. Sentencia de 1 de febrero de 2006 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 
69. 

108
 Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. Sentencia de 21 de noviembre de 2007 (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 103. 
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obligación judicial de tramitar con mayor diligencia y prontitud aquellos procesos penales en 

los cuales el imputado se encuentre privado de su libertad109. 

La prisión preventiva no debe prolongarse cuando no subsistan las razones que 

motivaron la adopción de la medida cautelar. El Tribunal ha observado que son las 

autoridades nacionales las encargadas de valorar la pertinencia o no del mantenimiento de 

las medidas cautelares que emiten conforme a su propio ordenamiento. Las características 

personales del supuesto autor y la gravedad del delito que se le imputa no son, por sí 

mismos, justificación suficiente de la prisión preventiva. No obstante lo anterior, aun cuando 

medien razones para mantener a una persona en prisión preventiva, el artículo 7.5 garantiza 

que aquella sea liberada si el período de la detención ha excedido el límite de lo 

razonable110. 

El Tribunal recalca que son las autoridades nacionales las encargadas de valorar la 

pertinencia o no del mantenimiento de las medidas cautelares que emiten conforme a su 

propio ordenamiento. Al realizar esta tarea, las autoridades nacionales deben ofrecer la 

fundamentación suficiente que permita a los interesados conocer los motivos por los cuales 

se mantiene la restricción de la libertad. Para determinar lo anterior, es necesario analizar si 

las actuaciones judiciales garantizaron no solamente la posibilidad formal de interponer 

alegatos sino la forma en que, sustantivamente, el derecho de defensa se manifestó como 

verdadera salvaguarda de los derechos del procesado, de tal suerte que implicara una 

respuesta motivada y oportuna por parte de las autoridades en relación con los 

descargos111. 

La Corte resalta que en los casos de personas detenidas los jueces no tienen que 

esperar hasta el momento de dictar sentencia absolutoria para que los detenidos recuperen 

su libertad, sino que deben valorar periódicamente que las causas y fines que justificaron la 

privación de libertad se mantienen, si la medida cautelar todavía es absolutamente 

necesaria para la consecución de esos fines y si es proporcional. En cualquier momento 

que la medida cautelar carezca de alguna de estas condiciones, deberá decretarse la 

libertad. De igual forma, ante cada solicitud de liberación del detenido, el juez tiene que 

motivar aunque sea en forma mínima las razones por las que considera que la prisión 

preventiva debe mantenerse112.  

7. Momento a partir del que rige el derecho de defensa 

El derecho a la defensa debe necesariamente poder ejercerse desde que se señala 

a una persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando 

finaliza el proceso, incluyendo, en su caso, la etapa de ejecución de la pena. Sostener lo 

opuesto implicaría supeditar las garantías convencionales que protegen el derecho a la 
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 Caso Bayarri vs. Argentina. Sentencia de 30 de octubre de 2008 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 

y Costas), párr. 70. 

 
110 Caso Bayarri vs. Argentina. Sentencia de 30 de octubre de 2008 (Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas), párr. 74. 

111
 Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. Sentencia de 21 de noviembre de 2007 (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 107. 
 
112
 Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. Sentencia de 21 de noviembre de 2007 (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 117. 
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defensa, entre ellas el artículo 8.2.b, a que el investigado encuentre en determinada fase 

procesal, dejando abierta la posibilidad de que con anterioridad se afecte un ámbito de sus 

derechos a través de actos de autoridad que desconoce o a los que no puede controlar u 

oponerse con eficacia, lo cual es evidentemente contrario a la Convención. En efecto, 

impedir que la persona ejerza su derecho de defensa desde que se inicia la investigación en 

su contra y la autoridad dispone o ejecuta actos que implican afectación de derechos es 

potenciar los poderes investigativos del Estado en desmedro de derechos fundamentales de 

la persona investigada. El derecho a la defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo 

momento como un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este 

concepto, y no simplemente como objeto del mismo113.  

El artículo 8.2.b convencional rige incluso antes de que se formule una “acusación” 

en sentido estricto. Para que el mencionado artículo satisfaga los fines que le son 

inherentes, es necesario que la notificación ocurra previamente a que el inculpado rinda su 

primera declaración ante cualquier autoridad pública. Evidentemente, el contenido de la 

notificación variará de acuerdo al avance de las investigaciones, llegando a su punto 

máximo cuando se produce la presentación formal y definitiva de cargos. Antes de ello y 

como mínimo el investigado deberá conocer con el mayor detalle posible los hechos que se 

le atribuyen114.  

La transición entre “investigado” y “acusado” -y en ocasiones incluso “condenado”- 

puede producirse de un momento a otro. No puede esperarse a que la persona sea 

formalmente acusada o que se encuentre privada de la libertad para proporcionarle la 

información de la que depende el oportuno ejercicio del derecho a la defensa115.  

8. Derecho a ser puesto sin demora ante el órgano judicial competente 

Este Tribunal entiende que una persona sobre la cual exista imputación de haber 

cometido un delito tiene el derecho, en los términos del artículo 8.1 de la Convención, en 

caso de ser penalmente perseguida, a ser puesta sin demora a disposición del órgano de 

justicia o de investigación competente, tanto para posibilitar la sustanciación de los cargos 

que pesan en su contra, en su caso, como para la consecución de los fines de la 

administración de justicia, en particular la averiguación de la verdad. La razón de esto es 

que la persona se encuentra sujeta a imputación y en un estado de incertidumbre que hace 

necesario que su situación jurídica sea sustanciada y resuelta lo más pronto posible, a fin 

de no prolongar indefinidamente los efectos de una persecución penal, teniendo en cuenta 

además que en el marco del proceso penal su libertad personal puede ser restringida. A su 

vez, confluye con lo anterior la necesidad de posibilitar y hacer efectiva la determinación de 

los hechos que se investigan y, en su caso, de las correspondientes responsabilidades 

                                                           
113
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 29. 

114
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párrs. 30 y 31. 

115
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 46. 
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penales, en atención a la necesidad de proteger y garantizar los derechos de otras 

personas perjudicadas116.  

9. Derecho a una defensa eficaz 

Si el derecho a la defensa surge desde el momento en que se ordena investigar a 

una persona, el investigado debe tener acceso a la defensa técnica desde ese mismo 

momento, sobre todo en la diligencia en la que se recibe su declaración. Impedir a éste 

contar con la asistencia de su abogado defensor es limitar severamente el derecho a la 

defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal y deja al individuo sin tutela frente al 

ejercicio del poder punitivo117.  

El derecho a la defensa técnica no puede ser satisfecho por quien a la postre 

realizará la acusación, esto es, el Ministerio Público. La acusación afirma la pretensión 

penal; la defensa la responde y rechaza. No es razonable depositar funciones naturalmente 

antagónicas en una sola persona118.  

La Corte resalta que la defensa suministrada por el Estado debe ser efectiva, para lo 

cual el Estado debe adoptar todas las medidas adecuadas. Sin embargo, el nombrar un 

defensor de oficio con el sólo objeto de cumplir con una formalidad procesal, equivaldría a 

no contar con defensa técnica, por lo que es imperante que dicho defensor actúe de manera 

diligente con el fin de proteger las garantías procesales del acusado y evite así que sus 

derechos se vean lesionados119.  

El artículo 8.2, incisos d) y e) de la Convención Americana contempla el derecho de 

toda persona inculpada de un delito a defenderse personalmente o a ser asistido por un 

defensor de su elección o por un defensor proporcionado por el Estado si el inculpado no se 

defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley. De 

dicha disposición no se desprende expresamente que, contando con un abogado defensor, 

toda decisión recaída a los recursos interpuestos por éste deba también ser notificada 

personalmente a los inculpados120. 

10. Derecho a entrevistarse con un abogado 

El numeral 8 de los Principios Básicos sobre la función de los Abogados relativo a 

las salvaguardias especiales en asuntos penales, que fija los estándares pertinentes para el 

ejercicio adecuado de la defensa en estos casos, establece que “a toda persona arrestada, 

detenida, o presa, se le facilitará oportunidades, tiempo e instalaciones adecuadas para 

                                                           
116
 Caso Yvon Neptune vs. Haití. Sentencia de 6 mayo de 2008 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 181. 

117
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 62. 

118
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 63. 

119
 Caso Cabrera García y Montiel Flores vs México. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 (Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 155, citando ECHR, Case of Artico v. Italy, Judgment of 13 
May 1980, App. N°. 6694/74, paras. 31-37.  

120
 Caso Mendoza y otros vs. Argentina. Sentencia de 14 de mayo de 2013 (Excepciones Preliminares, Fondo y 

Reparaciones), párr. 267. 
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recibir visitas de un abogado, entrevistarse con él y consultarle, sin demora, interferencia ni 

censura y en forma plenamente confidencial. Estas consultas podrán ser vigiladas 

visualmente por un funcionario encargado de hacer cumplir la ley, pero no se escuchará la 

conversación”121. 

11. Derecho a la información sobre la asistencia consular 

El Tribunal considera que debe tomarse en cuenta la situación real que guardan los 

extranjeros que se ven sujetos a un procedimiento penal, del que dependen sus bienes 

jurídicos más valiosos y, eventualmente, su vida misma. Es evidente que, en tales 

circunstancias, la notificación del derecho a comunicarse con el representante consular de 

su país, contribuirá a mejorar considerablemente sus posibilidades de defensa y a que los 

actos procesales en los que interviene - y entre ellos los correspondientes a diligencias de 

policía - se realicen con mayor apego a la ley y respeto a la dignidad de las personas122. 

La Convención de Viena sobre Relaciones Consulares reconoce, como una función 

primordial del funcionario consular, el otorgamiento de asistencia al nacional del Estado que 

envía en la defensa de sus derechos ante las autoridades del Estado receptor. En este 

marco, la Corte estima que la norma que consagra la comunicación consular tiene un doble 

propósito: reconocer el derecho de los Estados de asistir a sus nacionales a través de las 

actuaciones del funcionario consular y, en forma paralela, reconocer el derecho correlativo 

de que goza el nacional del Estado que envía para acceder al funcionario consular con el fin 

de procurar dicha asistencia123.  

Los apartados b) y c) del artículo 36.1 de la Convención de Viena sobre Relaciones 

Consulares se refieren a la asistencia consular en una situación particular: la privación de 

libertad. La Corte estima que estos apartados requieren análisis separado. El apartado b) 

dispone que si el interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado receptor 

deberán informar sin retraso alguno a la oficina consular competente en ese Estado cuando, 

en su circunscripción, un nacional del Estado que envía sea arrestado de cualquier forma, 

detenido o puesto en prisión preventiva. Cualquier comunicación dirigida a la oficina 

consular por la persona arrestada, detenida o puesta en prisión preventiva, le será asimismo 

transmitida sin demora por dichas autoridades, las cuales habrán de informar sin dilación a 

la persona interesada acerca de los derechos que se le reconocen en este apartado. El 

texto citado consagra, entre otros, el derecho del extranjero privado de la libertad a ser 

informado, “sin dilación”, de que tiene a) derecho a solicitar y obtener que las autoridades 

competentes del Estado receptor informen a la oficina consular competente sobre su 

                                                           
121
 Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Sentencia de 30 de mayo de 1999. (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 139, citando Principios Básicos sobre la Función de los Abogados relativo a las salvaguardias especiales 
en asuntos penales, aprobados por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana (Cuba) de 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990. 
 
122
 Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999: “El Derecho a la Información sobre la Asistencia 

Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal”, párr. 121. 

123
 Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999: “El Derecho a la Información sobre la Asistencia 

Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal”, párr. 80. 
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arresto, detención o puesta en prisión preventiva, y b) derecho a dirigir a la oficina consular 

competente cualquier comunicación, para que ésta le sea transmitida “sin demora”124.  

Los derechos mencionados en el párrafo anterior, que han sido reconocidos por la 

comunidad internacional en el Conjunto de Principios para la Protección de todas las 

Personas Sometidas a cualquier forma de Detención o Prisión, tienen la característica de 

que su titular es el individuo. En efecto, el precepto es inequívoco al expresar que 

“reconoce” los derechos de información y notificación consular a la persona interesada. En 

esto, el artículo 36 constituye una notable excepción con respecto a la naturaleza, 

esencialmente estatal, de los derechos y obligaciones consagrados en la Convención de 

Viena sobre Relaciones Consulares y representa, en los términos en que lo interpreta esta 

Corte en la presente Opinión Consultiva, un notable avance respecto de las concepciones 

tradicionales del Derecho Internacional sobre la materia125.   

Los derechos reconocidos al individuo por el apartado b) del artículo 36.1, ya citado, 

se relacionan con el apartado siguiente, de acuerdo con el cual c) los funcionarios 

consulares tendrán derecho a visitar al nacional del Estado que envía que se halle 

arrestado, detenido o en prisión preventiva, a conversar con él y a organizar su defensa 

ante los tribunales. Asimismo, tendrán derecho a visitar a todo nacional del Estado que 

envía que, en su circunscripción, se halle arrestado, detenido o preso en cumplimiento de 

una sentencia. Sin embargo, los funcionarios consulares se abstendrán de intervenir en 

favor del nacional detenido, cuando éste se oponga expresamente a ello. Como se 

desprende del texto, el ejercicio de este derecho sólo está limitado por la voluntad del 

individuo, que puede oponerse “expresamente” a cualquier intervención del funcionario 

consular en su auxilio. Esta última circunstancia reafirma la naturaleza individual de los 

referidos derechos reconocidos en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares126.  

Por lo tanto, la Corte concluye que el artículo 36 de la Convención de Viena sobre 

Relaciones Consulares reconoce al detenido extranjero derechos individuales a los que 

corresponden los deberes correlativos a cargo del Estado receptor127.  

12. Derecho a interrogar testigos 

Tal como lo ha señalado la Corte Europea, dentro de las prerrogativas que deben 

concederse a quienes hayan sido acusados está la de examinar los testigos en su contra y 

a su favor, bajo las mismas condiciones, con el objeto de ejercer su defensa128.  

                                                           
124
 Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999: “El Derecho a la Información sobre la Asistencia 

Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal”, párr. 81. 

125
 Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999: “El Derecho a la Información sobre la Asistencia 

Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal”, párr. 82, citando Conjunto de Principios para 
la Protección de todas las Personas Sometidas a cualquier forma de Detención o Prisión, adoptado por la 
Asamblea General de la ONU, Resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988, Principio 16.2 

126
 Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999: “El Derecho a la Información sobre la Asistencia 

Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal”, párr. 83. 
 
127
 Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999: “El Derecho a la Información sobre la Asistencia 

Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal”, párr. 84. 
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La Corte entiende que la imposición de restricciones a los abogados defensores de 

las víctimas vulnera el derecho, reconocido por la Convención, de la defensa de interrogar 

testigos y hacer comparecer a personas que puedan arrojar luz sobre los hechos129.  

13. Derecho a conocer la acusación 

El artículo 8.2.b de la Convención Americana ordena a las autoridades judiciales 

competentes notificar al inculpado la acusación formulada en su contra, sus razones y los 

delitos o faltas por los cuales se le pretende atribuir responsabilidad, en forma previa a la 

realización del proceso. Para que este derecho opere en plenitud y satisfaga los fines que 

le son inherentes, es necesario que esa notificación ocurra antes de que el inculpado rinda 

su primera declaración. Sin esta garantía, se vería conculcado el derecho de aquél a 

preparar debidamente su defensa130.  

En la Observación General No. 13 relativa a la “Igualdad ante los tribunales y 

derecho de toda persona a ser oída públicamente por un tribunal competente establecido 

por la ley (art. 14)”, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas señaló que 

“el derecho a ser informado “sin demora” de la acusación exige que la información se 

proporcione de la manera descrita tan pronto como una autoridad competente formule la 

acusación”. En opinión del Comité, este derecho debe surgir cuando, en el curso de una 

investigación, un tribunal o una autoridad del ministerio público decida adoptar medidas 

procesales contra una persona sospechosa de haber cometido un delito o la designe 

públicamente como tal. Las exigencias concretas del apartado a) del párrafo 3 pueden 

satisfacerse formulando la acusación ya sea verbalmente o por escrito, siempre que en la 

información se indique tanto la ley como los supuestos hechos en que se basa131.  

Para satisfacer el artículo 8.2.b convencional el Estado debe informar al interesado 

no solamente de la causa de la acusación, esto es, las acciones u omisiones que se le 

imputan, sino también las razones que llevan al Estado a formular la imputación, los 

fundamentos probatorios de ésta y la caracterización legal que se da a esos hechos. Toda 

esta información debe ser expresa, clara, integral y suficientemente detallada para permitir 

al acusado que ejerza plenamente su derecho a la defensa y muestre al juez su versión de 

los hechos132. 

El investigado, antes de declarar, tiene que conocer de manera oficial cuáles son los 

hechos que se le imputan, no sólo deducirlos de la información pública o de las preguntas 
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 Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Sentencia de 30 de mayo de 1999. (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 154, citando Eur. Court H. R., case of Barberà, Messegué and Jabardo, decision of December 6, 1998, 
Series A no. 146, párr. 78. 
 
129
 Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Sentencia de 30 de mayo de 1999. (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 155. 
 
130
 Caso Tibi Vs. Ecuador. Sentencia de 07 de septiembre de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas), párr. 187. 

131
 Caso Tibi Vs. Ecuador. Sentencia de 07 de septiembre de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas), párr. 186. 

132
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 28. 
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que se le formulan. De esta forma su respuesta podrá ser efectiva y sin el margen de error 

que las conjeturas producen; se garantizará el principio de congruencia, según el cual debe 

mediar identidad entre los hechos de los que se informa al inculpado y aquellos por los que 

se le procesa, acusa y sentencia, y se asegura el derecho a la defensa133.  

Al determinar el alcance de las garantías contenidas en el artículo 8.2 de la 

Convención, la Corte debe considerar el papel de la “acusación” en el debido proceso penal 

vis-à-vis el derecho de defensa. La descripción material de la conducta imputada contiene 

los datos fácticos recogidos en la acusación, que constituyen la referencia indispensable 

para el ejercicio de la defensa del imputado y la consecuente consideración del juzgador en 

la sentencia. De ahí que el imputado tenga derecho a conocer, a través de una descripción 

clara, detallada y precisa, los hechos que se le imputan134.  

13. 1. Pruebas reservadas 

Es admisible que en ciertos casos exista reserva de las diligencias adelantadas 

durante la investigación preliminar en el proceso penal, para garantizar la eficacia de la 

administración de justicia. Asiste al Estado la potestad de construir un expediente en 

búsqueda de la verdad de los hechos, adoptando las medidas necesarias para impedir que 

dicha labor se vea afectada por la destrucción u ocultamiento de pruebas. Sin embargo, 

esta potestad debe armonizarse con el derecho de defensa del investigado, que supone, 

inter alia, la posibilidad de conocer los hechos que se le imputan135.  

Tal como lo ha señalado la Corte Europea de Derechos Humanos, en los casos 

donde cierta evidencia es mantenida en reserva por motivos de interés público (seguridad 

nacional, por ejemplo), no es el rol del tribunal internacional determinar si la reserva de la 

información es o no necesaria ya que como regla general ello corresponde a los tribunales 

nacionales. En cambio, sí le corresponde determinar si el proceso interno respeta y protege 

el interés de las partes. Al respecto, dicho Tribunal Europeo señaló que el hecho de retener 

evidencia relevante argumentando el interés público, sin notificar al juez de la causa, no 

cumple con los requisitos del artículo 6 del Convenio Europeo, el cual es equivalente al 

artículo 8 de la Convención Americana136.   

La Corte considera que en caso de violaciones de derechos humanos, las 

autoridades estatales no se pueden amparar en mecanismos como el secreto de Estado o 

la confidencialidad de la información, o en razones de interés público o seguridad nacional, 
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 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 47. 

134
 Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Sentencia de 20 de junio de 2005 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 67. 

135
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 45. 
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 Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2003 (Fondo, Reparaciones y 

Costas), párr. 179, citando Eur. Court H.R., Dowsett v. the United Kingdom judgment of 24 June 2003, Reports 
of Judgments and Decisions 2003, paras. 43-44. 
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para dejar de aportar la información requerida por las autoridades judiciales o 

administrativas encargadas de la investigación o proceso pendientes137.  

14. Principio de coherencia entre acusación y sentencia 

Por constituir el principio de coherencia o correlación un corolario indispensable del 

derecho de defensa, la Corte considera que aquél constituye una garantía fundamental del 

debido proceso en materia penal, que los Estados deben observar en cumplimiento de las 

obligaciones previstas en los incisos b) y c) del artículo 8.2 de la Convención138.   

La calificación jurídica de los hechos puede ser modificada durante el proceso por el 

órgano acusador o por el juzgador, sin que ello atente contra el derecho de defensa, cuando 

se mantengan sin variación los hechos mismos y se observen las garantías procesales 

previstas en la ley para llevar a cabo la nueva calificación. El llamado “principio de 

coherencia o de correlación entre acusación y sentencia” implica que la sentencia puede 

versar únicamente sobre hechos o circunstancias contemplados en la acusación139. 

En el caso Pélissier y Sassi vs. Francia, la Corte Europea de Derechos Humanos 

determinó que los peticionarios no tuvieron oportunidad para preparar su defensa respecto 

del nuevo cargo que se les imputaba, ya que sólo a través de la sentencia del tribunal de 

apelaciones se enteraron de la recalificación de los hechos. En particular, estimó que el 

cambio acogido en la sentencia alteraba los términos de la acusación inicial. Al respecto, 

hizo las siguientes consideraciones: “La Corte observa que los preceptos del tercer párrafo, 

inciso a), del artículo 6 de la Convención Europea de Protección de los Derechos Humanos 

y de las Libertades Fundamentales apuntan a la necesidad de brindar especial atención a la 

debida notificación de la acusación al imputado. Las particularidades del delito juegan un rol 

crucial en el proceso penal, desde que el momento de la comunicación de aquéllas es 

cuando el sospechoso es formalmente puesto en conocimiento de la base fáctica y legal de 

los cargos formulados en su contra. El artículo 6.3.a) de la Convención Europea reconoce al 

imputado el derecho a ser informado no sólo de la causa de la acusación, es decir, de los 

actos que supuestamente ha cometido y sobre los que se basa la acusación, sino también 

de la calificación legal dada a esos actos. Dicha información debe ser detallada, tal como 

correctamente sostuvo la Comisión. El alcance del precepto anterior debe ser determinado, 

en particular, a la luz del derecho más general referente a un juicio justo, garantizado por el 

artículo 6.1 de la Convención. La Corte considera que, en cuestiones penales, el precepto 

concerniente a una información completa y detallada de los cargos formulados contra el 

imputado y, consecuentemente, a la calificación legal que el tribunal pueda adoptar al 

respecto, constituye un prerrequisito esencial para asegurar que los procedimientos sean 

justos. Finalmente, la Corte considera que los sub-párrafos a) y b) del artículo 6.3 están 
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 Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2003 (Fondo, Reparaciones y 

Costas), párr. 180. 
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 Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Sentencia de 20 de junio de 2005 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 68. 
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 Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Sentencia de 20 de junio de 2005 (Fondo, Reparaciones y Costas), 
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conectados y que el derecho a ser informado sobre la naturaleza y la causa de la acusación 

debe ser considerada a la luz del derecho del imputado de preparar su defensa”140. 

14. 1. Principio de coherencia y juicios de peligrosidad 

De la legislación de Guatemala se desprende la posibilidad de que el juez condene 

al imputado a una u otra pena con base en el juicio de peligrosidad del agente, al indicar 

que la pena de muerte será aplicada en lugar del máximo de prisión si “se revelare una 

mayor particular peligrosidad del agente”, determinable ésta según “las circunstancias del 

hecho y de la ocasión, la manera de realizarlo y los móviles determinantes”. En tal virtud, la 

consideración de peligrosidad constituye un elemento del que depende la aplicación de la 

máxima pena141.  

Si la peligrosidad del agente trae consigo una consecuencia penal de tan grave 

naturaleza, como ocurre en la hipótesis de Asesinato, conforme a la ley guatemalteca, las 

circunstancias personales del agente deberían formar parte de la acusación, quedar 

demostradas durante el juicio y ser analizadas en la sentencia. Sin embargo, las 

circunstancias que demostrarían la peligrosidad del señor Fermín Ramírez no fueron objeto 

de la acusación formulada por el Ministerio Público. Esto llevó a la Comisión Interamericana 

a considerar que el Tribunal de Sentencia incurrió en otra incongruencia por haberlas dado 

por demostradas, sin que figurasen en la acusación, lo cual significaría una violación al 

artículo 8 de la Convención142. 

15. Tiempo y medios adecuados para la preparación de la defensa 

Uno de esos derechos fundamentales es el derecho a contar con el tiempo y los 

medios adecuados para preparar la defensa, previsto en el artículo 8.2.c de la Convención, 

que obliga al Estado a permitir el acceso del inculpado al conocimiento del expediente 

llevado en su contra39. Asimismo, se debe respetar el principio del contradictorio, que 

garantiza la intervención de aquél en el análisis de la prueba143.  

Si el Estado pretende limitar este derecho, debe respetar el principio de legalidad, 

argüir de manera fundada cuál es el fin legítimo que pretende conseguir y demostrar que el 

medio a utilizar para llegar a ese fin es idóneo, necesario y estrictamente proporcional. Caso 

contrario, la restricción del derecho de defensa del individuo será contraria a la 

Convención144.  
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 Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Sentencia de 20 de junio de 2005 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 69, citando Pelissier and Sassi v. France 25444/94, [1999] ECHR, párrs. 51-54. 

141
 Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Sentencia de 20 de junio de 2005 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 92. 
 
142
 Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Sentencia de 20 de junio de 2005 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 93. 
 
143
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 54. 

144
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 55. 
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La acusación puede ser enfrentada y refutada por el inculpado a través de sus 

propios actos, entre ellos la declaración que rinda sobre los hechos que se le atribuyen, y 

por medio de la defensa técnica, ejercida por un profesional del Derecho, quien asesora al 

investigado sobre sus deberes y derechos y ejecuta, inter alia, un control crítico y de 

legalidad en la producción de pruebas145.  

16. Derecho a recurrir un fallo ante juez o tribunal superior 

La Corte considera que el derecho de recurrir del fallo es una garantía primordial que 

se debe respetar en el marco del debido proceso legal, en aras de permitir que una 

sentencia adversa pueda ser revisada por un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía 

orgánica. El derecho de interponer un recurso contra el fallo debe ser garantizado antes de 

que la sentencia adquiera calidad de cosa juzgada. Se busca proteger el derecho de 

defensa otorgando durante el proceso la posibilidad de interponer un recurso para evitar 

que quede firme una decisión que fue adoptada con vicios y que contiene errores que 

ocasionarán un perjuicio indebido a los intereses de una persona146.  

La doble conformidad judicial, expresada mediante la íntegra revisión del fallo 

condenatorio, confirma el fundamento y otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del 

Estado, y al mismo tiempo brinda mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado147.  

El artículo 8.2 de la Convención contempla la protección de garantías mínimas a 

favor de “toda persona inculpada de delito”. En el último inciso en que expone esas 

garantías, cual es el h), protege el “derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal 

superior”. La Corte entiende que el artículo 8.2 se refiere, en términos generales, a las 

garantías mínimas de una persona que es sometida a una investigación y proceso penal. 

Esas garantías mínimas deben ser protegidas dentro del contexto de las distintas etapas del 

proceso penal, que abarca la investigación, acusación, juzgamiento y condena148.   

16. 1. Características que debe reunir el órgano revisor 

El derecho de recurrir del fallo, consagrado por la Convención, no se satisface con la 

mera existencia de un órgano de grado superior al que juzgó y condenó al inculpado, ante 

el que éste tenga o pueda tener acceso. Para que haya una verdadera revisión de la 

sentencia, en el sentido requerido por la Convención, es preciso que el tribunal superior 

reúna las características jurisdiccionales que lo legitiman para conocer del caso concreto. 

Conviene subrayar que el proceso penal es uno solo a través de sus diversas etapas, tanto 

la correspondiente a la primera instancia como las relativas a instancias ulteriores. En 

consecuencia, el concepto del juez natural y el principio del debido proceso legal rigen a lo 

largo de esas etapas y se proyectan sobre las diversas instancias procesales. Si el juzgador 

                                                           
145
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 61. 

146
 Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Sentencia de 2 de julio de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas), párr. 158. 

147
 Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 89. 

148
 Caso Mohamed vs. Argentina. Sentencia de 23 de noviembre de 2012 (Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas), párr. 91. 
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de segunda instancia no satisface los requerimientos del juez natural, no podrá establecerse 

como legítima y válida la etapa procesal que se desarrolle ante él149.  

Pese a la existencia, bajo condiciones sumamente restrictivas, de recursos que 

pueden ser utilizados por los procesados, aquéllos no constituyen una verdadera garantía 

de reconsideración del caso por un órgano jurisdiccional superior que atienda las exigencias 

de competencia, imparcialidad e independencia que la Convención establece150.  

 

16. 2. Regulación del derecho a recurrir en el orden interno 

De acuerdo al objeto y fin de la Convención Americana, cual es la eficaz protección 

de los derechos humanos, se debe entender que el recurso que contempla el artículo 8.2.h. 

de dicho tratado debe ser un recurso ordinario eficaz mediante el cual un juez o tribunal 

superior procure la corrección de decisiones jurisdiccionales contrarias al derecho. Si bien 

los Estados tienen un margen de apreciación para regular el ejercicio de ese recurso, no 

pueden establecer restricciones o requisitos que infrinjan la esencia misma del derecho de 

recurrir del fallo151. 

La posibilidad de “recurrir del fallo” debe ser accesible, sin requerir mayores 

complejidades que tornen ilusorio este derecho152.  

La Corte estima que las formalidades requeridas para que el recurso sea admitido 

deben ser mínimas y no deben constituir un obstáculo para que el recurso cumpla con su fin 

de examinar y resolver los agravios sustentados por el recurrente153.  

Además el Tribunal considera que, en la regulación que los Estados desarrollen en 

sus respectivos regímenes recursivos, deben asegurar que dicho recurso contra la 

sentencia condenatoria respete las garantías procesales mínimas que, bajo el artículo 8 de 

la Convención, resulten relevantes y necesarias para resolver los agravios planteados por el 

recurrente, lo cual no implica que deba realizarse un nuevo juicio oral154.  

 

 

                                                           
149
 Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Sentencia de 30 de mayo de 1999. (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 161. 
 
150
 Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Sentencia de 30 de mayo de 1999. (Fondo, Reparaciones y Costas), 

párr. 141. 
 
151
 Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Sentencia de 2 de julio de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas), párr. 161. 

152
 Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Sentencia de 2 de julio de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas), párr. 164. 

153
 Caso Mohamed vs. Argentina. Sentencia de 23 de noviembre de 2012 (Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas), párr. 99. 

154
 Caso Mohamed vs. Argentina. Sentencia de 23 de noviembre de 2012 (Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas), párr. 101. 
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16. 3. Requisitos que debe satisfacer el recurso: amplitud del derecho a recurrir 

Independientemente de la denominación que se le dé al recurso existente para 

recurrir un fallo, lo importante es que dicho recurso garantice un examen integral de la 

decisión recurrida155.   

Al respecto, el Comité de Derechos Humanos sostuvo que “la inexistencia de la 

posibilidad de que el fallo condenatorio y la pena del autor fueran revisadas íntegramente, 

como se desprende de la propia sentencia de casación, limitándose dicha revisión a los 

aspectos formales o legales de la sentencia, no cumple con las garantías que exige el 

párrafo 5, artículo 14 del Pacto. Por consiguiente, al autor le fue denegado el derecho a la 

revisión del fallo condenatorio y de la pena, en violación del párrafo 5 del artículo 14 del 

Pacto156.  

Debe entenderse que, independientemente del régimen o sistema recursivo que 

adopten los Estados Partes y de la denominación que den al medio de impugnación de la 

sentencia condenatoria, para que éste sea eficaz debe constituir un medio adecuado para 

procurar la corrección de una condena errónea. Ello requiere que pueda analizar cuestiones 

fácticas, probatorias y jurídicas en que se basa la sentencia impugnada, puesto que en la 

actividad jurisdiccional existe una interdependencia entre las determinaciones fácticas y la 

aplicación del derecho, de forma tal que una errónea determinación de los hechos implica 

una errada o indebida aplicación del derecho. Consecuentemente, las causales de 

procedencia del recurso deben posibilitar un control amplio de los aspectos impugnados de 

la sentencia condenatoria157.  

17. Debido proceso y formalismo legal 

La Corte considera que los jueces como rectores del proceso tienen el deber de 

dirigir y encausar el procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la justicia y el debido 

proceso legal en pro del formalismo y la impunidad. De este modo, si las autoridades 

permiten y toleran el uso de esta manera de los recursos judiciales, los transforman en un 

medio para que los que cometen un ilícito penal dilaten y entorpezcan el proceso judicial158.  

La Corte considera que en todo procedimiento o proceso existente en el orden 

interno de los Estados deben concurrir amplias garantías judiciales, entre las cuales se 

encuentran también las formalidades que deben observarse para garantizar el acceso a las 

mismas. Por razones de seguridad jurídica, para la correcta y funcional administración de 

justicia y la efectiva protección de los derechos de las personas, los Estados pueden y 

deben establecer presupuestos y criterios de admisibilidad de los recursos internos, de 
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 Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Sentencia de 2 de julio de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas), párr. 165. 

156
 Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Sentencia de 2 de julio de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas), párr. 166, citando O.N.U., Comité de Derechos Humanos, M. Sineiro Fernández c. 
España (1007/2001), dictamen de 7 de agosto de 2003, párrs. 7 y 8. 
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 Caso Mohamed vs. Argentina. Sentencia de 23 de noviembre de 2012 (Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas), párr. 100. 

158
 Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2003 (Fondo, Reparaciones y 

Costas), párr. 211. 
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carácter judicial o de cualquier otra índole. De tal manera, si bien esos recursos internos 

deben estar disponibles para el interesado y resolver efectiva y fundadamente el asunto 

planteado, así como eventualmente proveer la reparación adecuada, no cabría considerar 

que siempre y en cualquier caso los órganos y tribunales internos deban resolver el fondo 

del asunto que les es planteado, sin que importe la verificación de los presupuestos 

formales de admisibilidad y procedencia del particular recurso intentado159.  

18. Derecho a ser oído 

Sobre el particular, la Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que la 

exigencia de que una persona “sea oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo 

razonable, por un tribunal independiente e imparcial” es equiparable al derecho a un “juicio” 

o a “procedimientos judiciales” justos. Al respecto, la Corte Europea ha desarrollado el 

criterio según el cual un procedimiento justo supone que el órgano encargado de 

administrar justicia efectúe “un examen apropiado de las alegaciones, argumentos y 

pruebas aducidas por las partes, sin perjuicio de sus valoraciones acerca de si son 

relevantes para su decisión”160.   

Este derecho implica, por un lado, un ámbito formal y procesal de asegurar el acceso 

al órgano competente para que determine el derecho que se reclama en apego a las 

debidas garantías procesales (tales como la presentación de alegatos y la aportación de 

prueba). Por otra parte, ese derecho abarca un ámbito de protección material que implica 

que el Estado garantice que la decisión que se produzca a través del procedimiento 

satisfaga el fin para el cual fue concebido. Esto último no significa que siempre deba ser 

acogido sino que se debe garantizar su capacidad para producir el resultado para el que fue 

concebido161.  

La Corte considera que del artículo 8.1 de la Convención no se desprende que el 

derecho a ser oído debe necesariamente ejercerse de manera oral en todo procedimiento. 

Lo anterior no obstaría para que la Corte considere que la oralidad es una de las “debidas 

garantías” que el Estado debe ofrecer a los justiciables en cierto tipo de procesos162. 

18. 1. Derecho del niño a ser oído163 

La Corte resalta que los niños y las niñas son titulares de los derechos establecidos 

en la Convención Americana, además de contar con las medidas especiales de protección 

contempladas en el artículo 19 de la Convención, las cuales deben ser definidas según las 
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 Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. Perú. Sentencia de 24 de noviembre 

de 2006 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 126. 
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 Caso Barbani Duarte y otros vs. Uruguay. Sentencia de 13 de octubre de 2011 (Fondo, Reparaciones y 

Costas), párr. 121, citando ECHR, Kraska v. Switzerland. Judgment of 19 April 1993, Series A No. 254-B. App. 
No. 13942/88, para. 30. 
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 Caso Barbani Duarte y otros vs. Uruguay. Sentencia de 13 de octubre de 2011 (Fondo, Reparaciones y 

Costas), párr. 122. 
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 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela. Sentencia de 5 

de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 75. 
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 Para un desarrollo pormenorizado de la jurisprudencia de la Corte IDH en materia de derechos de la niñez, 

ver análisis al art. 19 de la Convención Americana. 

 



44 
 

circunstancias particulares de cada caso concreto. El Tribunal observa que el artículo 8.1 de 

la Convención Americana consagra el derecho a ser oído que ostentan todas las personas, 

incluidos los niños y niñas, en los procesos en que se determinen sus derechos. Dicho 

derecho debe ser interpretado a la luz del artículo 12 de la Convención sobre los Derechos 

del Niño, el cual contiene adecuadas previsiones sobre el derecho a ser escuchado de las 

niñas y los niños, con el objeto de que la intervención del niño se ajuste a las condiciones 

de éste y no redunde en perjuicio de su interés genuino164.  

De manera específica, la Observación General No. 12 de 2009 del Comité de los 

Derechos del Niño de Naciones Unidas resaltó la relación entre el “interés superior del niño” 

y el derecho a ser escuchado, al afirmar que “no es posible una aplicación correcta del 

artículo 3 (interés superior del niño) si no se respetan los componentes del artículo 12. Del 

mismo modo, el artículo 3 refuerza la funcionalidad del artículo 12 al facilitar el papel 

esencial de los niños en todas las decisiones que afecten su vida”165.  

Con el fin de determinar los alcances de los términos descritos en el artículo 12 de 

dicha Convención, el Comité realizó una serie de especificaciones, a saber: i) “no puede 

partirse de la premisa de que un niño es incapaz de expresar sus propias opiniones”; ii) “el 

niño no debe tener necesariamente un conocimiento exhaustivo de todos los aspectos del 

asunto que lo afecta, sino una comprensión suficiente para ser capaz de formarse 

adecuadamente un juicio propio sobre el asunto”; iii) el niño puede expresar sus opiniones 

sin presión y puede escoger si quiere o no ejercer su derecho a ser escuchado; iv) “la 

realización del derecho del niño a expresar sus opiniones exige que los responsables de 

escuchar al niño y los padres o tutores informen al niño de los asuntos, las opciones y las 

posibles decisiones que pueden adoptarse y sus consecuencias”; v) “la capacidad del niño 

debe ser evaluada para tener debidamente en cuenta sus opiniones o para comunicar al 

niño la influencia que han tenido esas opiniones en el resultado del proceso”, y vi) “los 

niveles de comprensión de los niños no van ligados de manera uniforme a su edad 

biológica”, por lo que la madurez de los niños o niñas debe medirse a partir de “la capacidad 

para expresar sus opiniones sobre las cuestiones de forma razonable e independiente”166.  

Por otra parte, la Corte reitera que los niños y las niñas ejercen sus derechos de 

manera progresiva a medida que desarrollan un mayor nivel de autonomía personal. En 

consecuencia, el aplicador del derecho, sea en el ámbito administrativo o en el judicial, 

deberá tomar en consideración las condiciones específicas del menor de edad y su interés 

superior para acordar la participación de éste, según corresponda, en la determinación de 
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 Caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Sentencia de 24 de febrero de 2012 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 

196. El artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño señala: 1. Los Estados Partes garantizarán al 
niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos 
los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad 
y madurez del niño. 2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo 
procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante 
o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional. 
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 Caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Sentencia de 24 de febrero de 2012 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 

197, citando Naciones Unidas, Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 12 (2009). El 
derecho del niño a ser escuchado, CRC/C/GC/12, 20 de julio de 2009, párr. 74. 
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 Caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Sentencia de 24 de febrero de 2012 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 

198, citando Naciones Unidas, Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 12 (2009). El 
derecho del niño a ser escuchado, CRC/C/GC/12, 20 de julio de 2009. 
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sus derechos. En esta ponderación se procurará el mayor acceso del menor de edad, en la 

medida de lo posible, al examen de su propio caso. Asimismo, la Corte considera que las 

niñas y los niños deben ser informados de su derecho a ser escuchados directamente o por 

medio de un representante, si así lo desean. Al respecto, en casos en que se presenten 

conflictos de intereses entre la madre y el padre, es necesario que el Estado garantice, en lo 

posible, que los intereses del menor de edad sean representados por alguien ajeno a dicho 

conflicto167.  

El Comité de los Derechos del Niño ha señalado que el artículo 12 de la Convención 

sobre los Derechos del Niño no sólo establece el derecho de cada niño de expresar su 

opinión libremente en todos los asuntos que lo afectan, sino el artículo abarca también el 

subsiguiente derecho de que esas opiniones se tengan debidamente en cuenta, en función 

de la edad y madurez del niño. No basta con escuchar al niño, las opiniones del niño tienen 

que tomarse en consideración seriamente a partir de que el niño sea capaz de formarse un 

juicio propio, lo que requiere que las opiniones del niño sean evaluadas mediante un 

examen caso por caso. Si el niño está en condiciones de formarse un juicio propio de 

manera razonable e independiente, el encargado de adoptar decisiones debe tener en 

cuenta las opiniones del niño como factor destacado en la resolución de la cuestión. Por 

tanto, en el contexto de decisiones judiciales sobre la custodia, toda la legislación sobre 

separación y divorcio debe incluir el derecho del niño a ser escuchado por los encargados 

de adoptar decisiones168.  

19. Derecho a no ser juzgado dos veces por un mismo hecho 

Este principio busca proteger los derechos de los individuos que han sido 

procesados por determinados hechos para que no vuelvan a ser enjuiciados por los mismos 

hechos. A diferencia de la fórmula utilizada por otros instrumentos internacionales de 

protección de derechos humanos (por ejemplo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos de las Naciones Unidas, artículo 14.7, que se refiere al mismo “delito”), la 

Convención Americana utiliza la expresión “los mismos hechos”, que es un término más 

amplio en beneficio de la víctima169.  

Para que se configure una violación del artículo 8.4 de la Convención Americana: (i) 

el imputado debe haber sido absuelto; (ii) la absolución debe ser el resultado de una 

sentencia firme, y (iii) el nuevo juicio debe estar fundado en los mismos hechos que 

motivaron la sustanciación del primer juicio170.  

El término “sentencia firme”, contenido en la Convención Americana, no siempre 

coincide con su definición en el derecho interno. En particular, se ha señalado que el 
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 Caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Sentencia de 24 de febrero de 2012 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 

199, citando Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 7, párr. 17.  
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 Caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile. Sentencia de 24 de febrero de 2012 (Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 

200, citando Naciones Unidas, Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 12 (2009). El 
derecho del niño a ser escuchado, CRC/C/GC/12, 20 de julio de 2009. 
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 Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Sentencia de 17 de septiembre de 1997 (Fondo), párr. 66. 

170
 Caso J. vs. Perú. Sentencia de 27 de noviembre de 2013 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas), párr. 262, citando CIDH, Caso No. 11.006. Informe No. 1/95, Caso Alan García Vs. Perú. Informe 
Anual, 1994, OEA/Ser.L/V/II.88 Doc. 9 rev. (1995), 7 de febrero de 1995. 
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principio de non bis in ídem no es absoluto y admite excepciones en la medida en que no 

debe impedir la investigación de graves violaciones de derechos humanos, ni resulta 

aplicable cuando la absolución “obedeció al propósito de sustraer al acusado de su 

responsabilidad penal” o “no hubo la intención real de someter al responsable a la acción de 

la   justicia” o cuando la “sentencia firme” fue dictada en contravención con las garantías de 

competencia, independencia e imparcialidad establecidas en el artículo 8.1 de la 

Convención171.  

19. 1. Absolución en primera instancia y condenación en segunda: el caso Mohamed 

Teniendo en cuenta que las garantías judiciales buscan que quien esté incurso en un 

proceso no sea sometido a decisiones arbitrarias, la Corte interpreta que el derecho a 

recurrir del fallo no podría ser efectivo si no se garantiza respecto de todo aquél que es 

condenado, ya que la condena es la manifestación del ejercicio del poder punitivo del 

Estado. Resulta contrario al propósito de ese derecho específico que no sea garantizado 

frente a quien es condenado mediante una sentencia que revoca una decisión absolutoria. 

Interpretar lo contrario, implicaría dejar al condenado desprovisto de un recurso contra la 

condena. Se trata de una garantía del individuo frente al Estado y no solamente una guía 

que orienta el diseño de los sistemas de impugnación en los ordenamientos jurídicos de los 

Estados Partes de la Convención172.  

Para confirmar la interpretación de esta Corte de que se trata de un derecho que 

asiste al condenado, resulta relevante acudir al lenguaje concreto del artículo 14.5 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos que, al referirse al derecho a recurrir del fallo, 

expresamente establece que es una garantía que tiene “toda persona declarada culpable de 

un delito”173. 

En el presente caso, la sentencia que condena al señor Mohamed por el delito de 

homicidio culposo fue emitida en la segunda instancia del proceso penal. Esa sentencia 

condenatoria revocó la sentencia absolutoria que había sido emitida en la primera instancia 

en ese mismo proceso penal. La sentencia condenatoria no se produjo en un nuevo juicio 

posterior a una sentencia firme que haya adquirido la autoridad de la cosa juzgada, sino que 

fue emitida en una etapa de un mismo proceso judicial penal iniciado contra el señor 

Mohamed por los hechos ocurridos el 16 de marzo de 1992174.  

En cuanto a los alegatos de los representantes de que en Argentina se ha 

desarrollado un “estándar más protector de derechos que el que surgiría de una 

interpretación literal del texto del artículo 8.4 de la Convención” sobre el non bis in idem, y 

que ello debe ser tomado en cuenta por esta Corte al interpretar la protección que otorga 

dicha norma convencional, este Tribunal hace notar que los representantes no aportaron al 
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 Caso J. vs. Perú. Sentencia de 27 de noviembre de 2013 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas), párr. 267. 
 
172
 Caso Mohamed vs. Argentina. Sentencia de 23 de noviembre de 2012 (Excepción Preliminar, Fondo, 
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acervo probatorio de este caso las sentencias de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 

a las que se refirieron en su escrito de solicitudes y argumentos. Aún cuando los expertos 

Maier y Binder abordaron este tema en sus peritajes, desde una postura doctrinal o 

haciendo referencia a decisiones de la referida Corte Suprema, no ha sido probado ante 

este Tribunal con la seguridad que se requiere, que en Argentina el principio de ne bis in 

idem está jurídicamente protegido y debe ser garantizado de forma más amplia que en los 

términos indicados en la Convención. Por lo tanto, la Corte no encuentra fundamento para 

entrar a analizar lo solicitado por los representantes en cuanto al criterio de interpretación 

del artículo 29.b) de la Convención175.  

La Corte reitera que el principio ne bis in idem, consagrado en el artículo 8.4 de la 

Convención, se sustenta en la prohibición de un nuevo juicio sobre los mismos hechos que 

han sido materia de la sentencia dotada con autoridad de cosa juzgada. La Corte considera 

que el señor Mohamed no fue sometido a dos juicios o procesos judiciales distintos 

sustentados en los mismos hechos176.  

20. Fundamentación y motivación de las decisiones judiciales 

La Corte ha señalado que la motivación “es la exteriorización de la justificación 

razonada que permite llegar a una conclusión”. El deber de motivar las resoluciones es una 

garantía vinculada con la correcta administración de justicia, que protege el derecho de los 

ciudadanos a ser juzgados por las razones que el Derecho suministra, y otorga credibilidad 

de las decisiones jurídicas en el marco de una sociedad democrática177.  

Las decisiones que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos 

humanos deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones 

arbitrarias. En este sentido, la argumentación de un fallo debe mostrar que han sido 

debidamente tomados en cuenta los alegatos de las partes y que el conjunto de pruebas ha 

sido analizado. Asimismo, la motivación demuestra a las partes que éstas han sido oídas y, 

en aquellos casos en que las decisiones son recurribles, les proporciona la posibilidad de 

criticar la resolución y lograr un nuevo examen de la cuestión ante las instancias superiores. 

Por todo ello, el deber de motivación es una de las “debidas garantías” incluidas en el 

artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso178.  

La expresión “medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho” 

consagrada en el artículo 38.d del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, implica 

aceptar que la doctrina de los publicistas de mayor competencia no es en sí misma una 

fuente del derecho internacional, sino una herramienta para identificar las fuentes de 

derecho. En este sentido, si bien la doctrina sobre un tema en específico cumple una 
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función relevante para la comprensión o interpretación de las fuentes de derecho, dicha 

doctrina no crea un estándar o regla de derecho en sí misma, mucho menos cuando el 

Tribunal ya ha establecido previamente una línea jurisprudencial.179. 

21. Confesiones obtenidas mediante el uso de la fuerza 

El Tribunal considera necesario recalcar que la regla de exclusión no se aplica sólo a 

casos en los cuales se haya cometido tortura o tratos crueles. Al respecto, el artículo 8.3 de 

la Convención es claro al señalar que “la confesión del inculpado solamente es válida si es 

hecha sin coacción de ninguna naturaleza”, es decir que no se limita el supuesto de hecho a 

que se haya perpetrado un acto de tortura o trato cruel, sino que se extiende a cualquier tipo 

de coacción. En efecto, al comprobarse cualquier tipo de coacción capaz de quebrantar la 

expresión espontánea de la voluntad de la persona, ello implica necesariamente la 

obligación de excluir la evidencia respectiva del proceso judicial. Esta anulación es un 

medio necesario para desincentivar el uso de cualquier modalidad de coacción180.  

Por otra parte, el Tribunal considera que las declaraciones obtenidas mediante 

coacción no suelen ser veraces, ya que la persona intenta aseverar lo necesario para lograr 

que los tratos crueles o la tortura cesen. Por lo anterior, para el Tribunal, aceptar o dar valor 

probatorio a declaraciones o confesiones obtenidas mediante coacción, que afecten a la 

persona o a un tercero, constituye a su vez una infracción a un juicio justo. Asimismo, el 

carácter absoluto de la regla de exclusión se ve reflejado en la prohibición de otorgarle valor 

probatorio no sólo a la prueba obtenida directamente mediante coacción, sino también a la 

evidencia que se desprende de dicha acción. En consecuencia, la Corte considera que 

excluir la prueba que haya sido encontrada o derivada de la información obtenida mediante 

coacción, garantiza de manera adecuada la regla de exclusión181. 

La Corte observa que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el caso 

Harutyunyan v. Armenia, indicó que en caso de existir evidencia razonable de que una 

persona ha sido torturada o tratada de manera cruel e inhumana, el hecho de que ratifique 

la confesión ante una autoridad distinta a la que realizó la acción, no conlleva 

automáticamente que dicha confesión sea válida. Lo anterior, debido a que la confesión 

posterior puede ser la consecuencia del maltrato que padeció la persona y específicamente, 

del miedo que subsiste después de este tipo de hechos182.  

La Corte comparte el criterio anteriormente descrito, y reitera que la situación de 

indefensión y vulnerabilidad en la que se encuentran las personas a quienes en el momento 

de ser detenidas se les somete a tratos crueles, inhumanos y degradantes, con el objeto de 
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suprimir su resistencia psíquica y forzarla a autoinculparse, pueden producir sentimientos de 

miedo, angustia e inferioridad capaz de humillar y devastar a una persona y posiblemente 

quebrar su resistencia física y moral183.  

22. Prescripción y violaciones de Derechos Humanos 

La prescripción en materia penal determina la extinción de la pretensión punitiva por 

el transcurso del tiempo, y generalmente, limita el poder punitivo del Estado para perseguir 

la conducta ilícita y sancionar a sus autores. Esta es una garantía que debe ser observada 

debidamente por el juzgador para todo imputado de un delito. Sin perjuicio de lo anterior, la 

prescripción de la acción penal es inadmisible e inaplicable cuando se trata de muy graves 

violaciones a los derechos humanos en los términos del Derecho Internacional. La 

jurisprudencia constante y uniforme de la Corte así lo ha señalado184.  

23. Debido proceso y Ministerio Público 

Los Estados partes pueden organizar su sistema procesal penal, así como la 

función, estructura o ubicación institucional del Ministerio Público a cargo de la persecución 

penal, considerando sus necesidades y condiciones particulares, siempre que cumplan con 

los propósitos y obligaciones determinadas en la Convención Americana. En los casos que 

la legislación de un determinado Estado establezca que los integrantes del Ministerio 

Público desempeñan su labor con dependencia orgánica, ello no implica, en sí mismo, una 

violación a la Convención185.  

Por su parte, la Corte destaca que el principio de legalidad de la función pública, que 

gobierna la actuación de los funcionarios del Ministerio Público, obliga a que su labor en el 

ejercicio de sus cargos se realice con fundamentos normativos definidos en la Constitución 

y las leyes. De tal modo, los fiscales deben velar por la correcta aplicación del derecho y la 

búsqueda de la verdad de los hechos sucedidos, actuando con profesionalismo, buena fe, 

lealtad procesal, considerando tanto elementos que permitan acreditar el delito y la 

participación del imputado en dicho acto, como también los que puedan excluir o atenuar la 

responsabilidad penal del imputado186.  

24. Debido proceso y pena de muerte187 

El respeto al conjunto de garantías que informan el debido proceso y significan el 

límite a la regulación del poder penal estatal en una sociedad democrática, se hace 
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especialmente infranqueable y riguroso cuando venga al caso la imposición de la pena de 

muerte188.  

25. Realización de medidas sin la presencia de la contraparte 

En los procedimientos cuya naturaleza jurídica exija que la decisión sea emitida sin 

audiencia de la otra parte, la motivación y fundamentación deben demostrar que han sido 

ponderados todos los requisitos legales y demás elementos que justifican la concesión o la 

negativa de la medida. De ese modo, el libre convencimiento del juez debe ser ejercido 

respetándose las garantías adecuadas y efectivas contra posibles ilegalidades y 

arbitrariedades en el procedimiento en cuestión189.  

26. Enfermedades mentales y responsabilidad penal 

Al respecto, el Tribunal estima que para establecer la responsabilidad penal de un 

acusado, resulta necesario determinar el efecto que podría tener una enfermedad mental 

sobre el sujeto al momento de cometer el delito, lo cual va más allá de la determinación del 

estado de su salud mental durante el transcurso del juicio. En el caso particular del señor 

DaCosta Cadogan, la determinación del efecto que pudo tener una supuesta enfermedad 

mental en él al momento del delito era relevante en tanto podría haberle permitido alegar 

una defensa de atenuantes de responsabilidad. Al respecto, la Corte observa que los 

“trastornos de personalidad anti-social” y dependencia de alcohol, que se alega sufría el 

señor DaCosta Cadogan, no son necesariamente evidentes a primera vista, y requieren 

usualmente de la determinación de un profesional en salud mental, particularmente para 

diferenciar entre una situación de embriaguez común y una enfermedad relacionada con la 

dependencia de una sustancia. La diferencia entre una determinación u otra, en un caso de 

pena de muerte, particularmente de pena de muerte obligatoria, podría significar para el 

acusado la diferencia entre la vida y la muerte190.  

27. Actos no susceptibles de impugnación 

El Tribunal considera que no es per se contrario a la Convención Americana que se 

establezca en el derecho interno de los Estados que en determinados procedimientos, 

ciertos actos de trámite no son objeto de impugnación191.  

28. Garantías Judiciales de los familiares de las víctimas 

Así interpretado, el mencionado artículo 8.1 de la Convención comprende también el 

derecho de los familiares de la víctima a las garantías judiciales, por cuanto “todo acto de 

desaparición forzada sustrae a la víctima de la protección de la ley y le causa graves 

sufrimientos, lo mismo que a su familia” (Declaración de Naciones Unidas sobre la 
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Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas artículo 1.2). En 

consecuencia, el artículo 8.1 de la Convención Americana confiere a los familiares del señor 

Nicholas Blake el derecho a que su desaparición y muerte sean efectivamente investigadas 

por las autoridades de Guatemala; a que se siga un proceso contra los responsables de 

estos ilícitos; a que en su caso se les impongan las sanciones pertinentes, y a que se 

indemnicen los daños y perjuicios que han sufrido dichos familiares192. 

 

29. Acceso a la justicia y costos del proceso 

Esta disposición de la Convención consagra el derecho de acceso a la justicia. De 

ella se desprende que los Estados no deben interponer trabas a las personas que acudan a 

los jueces o tribunales en busca de que sus derechos sean determinados o protegidos. 

Cualquier norma o medida del orden interno que imponga costos o dificulte de cualquier otra 

manera el acceso de los individuos a los tribunales, y que no esté justificada por las 

razonables necesidades de la propia administración de justicia, debe entenderse contraria al 

precitado artículo 8.1 de la Convención193.  

30. Debido proceso y personas migrantes 

En ciertos casos en que las autoridades migratorias toman decisiones que afectan 

derechos fundamentales, como la libertad personal, en procedimientos tales como los que 

puedan desembocar en la expulsión o deportación de extranjeros, el Estado no puede dictar 

actos administrativos o judiciales sancionatorios sin respetar determinadas garantías 

mínimas, cuyo contenido es sustancialmente coincidente con las establecidas en el numeral 

2 del artículo 8 de la Convención y son aplicables en lo que corresponda194.  

En consecuencia, cuando un extranjero alegue ante un Estado un riesgo en caso de 

devolución, las autoridades competentes de ese Estado deberán, al menos, entrevistar a la 

persona y realizar una evaluación previa o preliminar, a efectos de determinar si existe o no 

ese riesgo en caso de expulsión. Esto implica respetar las garantías mínimas referidas, 

como parte de la debida oportunidad de exponer las razones que lo asistan en contra de su 

expulsión y, si se constata ese riesgo, no debería ser devuelto a su país de origen o donde 

exista el riesgo195.  
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